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COMISION PRIMERA  
CONSTITUCIONAL PERMANENTE

AUDIENCIA PUBLICA
(octubre 17)

PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 
NUMERO 133 DE 2006 Cámara

por el cual se reforman algunas disposiciones 
de la Constitución Política en materia de jus-
ticia, acumulado con el Proyecto de Acto Le-
gislativo número 13 de 2006 Senado, median-
te el cual se reforman los artículos 86, 235, 237 

y 241 de la Constitución Política.
Autor: Ministerio del Interior y la Justicia.

Ponentes honorables Representantes Tarqui-
no Pacheco Camargo C., C, Carlos Arturo Pie-
drahíta Cárdenas, Alvaro Morón C., Germán 
Navas Talero.

Proyecto Publicado: Gacetas del Congreso 
números 412-414 de 2006.

Preside la audiencia el honorable Represen-
tante Tarquino Pacheco Camargo.

Presidente:
Damos inicio a la audiencia, por favor el 

doctor Carlos Holguín, Ministro del Interior y 
de Justicia, la Comisión aprobó una proposición 
en el sentido de realizar audiencias públicas con 
respecto al tema referente al Proyecto de Acto 
Legislativo número 13 de 2006 Senado, me-
diante el cual se reforman los artículos 86, 235, 
237 y 241 de la Constitución Política. Presen-
tado por el Consejo de Estado y de acuerdo a 
nota escrita por parte del Secretario coadyuvan 
en este proyecto la Corte Suprema de Justicia y 
el Fiscal General de la Nación.

Y por otra parte el Proyecto de Acto Le-
gislativo 133 de 2006 Cámara, por la cual se 
reforman algunas disposiciones de la Constitu-
ción Política en materia de justicia. Presentada 

por el Gobierno Nacional a través de su Minis-
tro del Interior.

Esto se señala a efectos de dejar claro que el 
origen de los actos legislativos de acuerdo a lo 
establecido por la norma constitucional, las per-
sonas presentadas tienen iniciativa legislativa, 
iniciativa de reforma de la Constitución.

En estos proyectos básicamente se están to-
cando cuatro aspectos, la reforma al libre de-
sarrollo a la personalidad de acuerdo a la sen-
tencia de la Carta Constitucional, sentencia del 
doctor Carlos Gaviria.

Por otra parte la revisión de las tutelas en 
contra de sentencias judiciales, las competen-
cias de las Cortes para revisar la facultad del 
legislador para reformar la Constitución y de 
acuerdo a conversaciones sostenidas con algu-
nos miembros de la Comisión, entraríamos a 
tocar la segunda instancia para los procesos de 
pérdida de investidura e investigación penal en 
contra de los congresistas.

En ese orden de ideas hemos invitado a va-
rios miembros de las Altas Cortes, al Gobierno 
Nacional, en esta audiencia pública se encuentra 
con nosotros, el doctor Carlos Holguín Sardi, el 
Fiscal General de la Nación, presentó excusa; 
igual que el Procurador General de la Nación, 
el doctor Edgardo Maya Villazón, envió un de-
legado el Contralor; se encuentra con nosotros 
el Presidente de la Corte Suprema Justicia, el 
doctor Yesid Ramírez Bastidas; el Presidente de 
la Corte Constitucional, doctor Jaime Córdoba 
Triviño; de igual manera se encuentra el Presi-
dente del Consejo de Estado, el doctor Ramiro 
Saavedra Becerra; Rodrigo Uprimmy de la Uni-
versidad Nacional; lo mismo que el doctor Ro-
dolfo Arango; se encuentra el doctor Mauricio 
González, Secretario Jurídico de la Presidencia; 
el doctor Pedro Santana Rodríguez de la Cor-

poración Viva la Ciudadanía; doctor Rodolfo 
Arango Rivadeneira Catedrático de la Univer-
sidad de los Andes y el doctor Wilson Herrera 
Moreno que viene como delegado o enviado 
por parte de la Contraloría.

En ese orden de ideas le damos el uso de la 
palabra en primera instancia al doctor Carlos 
Holguín Sardi, Ministro del Interior y autor en 
nombre del Gobierno del proyecto de acto le-
gislativo.

Presidente:
Sírvase leerlas señor Secretario e inmediata-

mente tendría el uso de la palabra el doctor Car-
los Holguín, Ministro del Interior y de Justicia.

Secretario:
En documento enviado por el Procurador 

General con fecha de octubre 13 dirigida al Se-
cretario de la Comisión dice.

Excusa:
Me refiero a su atenta comunicación del 

once de este mes, mediante la cual me hace 
llegar la invitación de la mesa directiva de la 
Comisión Primera de la Cámara de Represen-
tantes, doctores Tarquino Pacheco Camargo, 
quien la preside y Orlando Guerra de la Rosa 
su Vicepresidente, para asistir a la Audiencia 
Pública el martes 17 de octubre del mes en 
curso sobre el Proyecto de Acto Legislativo 
número 133 de 2006, por la cual se reforman 
algunas disposiciones de la Constitución Po-
lítica en materia de justicia. Acumulado al 
Proyecto de Acto Legislativo 13 de 2006 
Senado, mediante el cual se reforman los ar-
tículos 86, 235, 237 y 241 de la Constitución 
Política.

En atención a su convocatoria me permito 
solicitarle se sirvan excusar mi presencia a tan 
importante sesión, toda vez que en la fecha indi-
cada estaré presidiendo los actos programados 
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para la inauguración de la sede de la Procuradu-
ría Regional del Valle del Cauca en la ciudad de 
Santiago de Cali.

Dada la trascendencia del tema a debatir 
por la Comisión Primera Constitucional en la 
Audiencia Pública citada, este despacho esta-
rá atento al desarrollo de las discusiones de los 
proyectos.

Con un cordial saludo extensivo a los seño-
res Representantes que conforman esa célula 
legislativa.

Firmado por el doctor Edgardo José Maya 
Villazón, Procurador General de la Nación.

Igualmente, el señor Fiscal envió excusa es-
crita del 13 de octubre del presente año dirigida 
al Secretario diciendo.

Excusa:
He recibido su atenta comunicación en la que 

me invita a participar en la Audiencia Pública 
programada para el día 17 de octubre del pre-
sente año, sobre Proyecto de Acto Legislativo 
número 133 de 2006, por la cual se reforman 
algunas disposiciones de la Constitución Polí-
tica en materia de justicia. Acumulado al Pro-
yecto de Acto Legislativo 013 de 2006 Sena-
do, mediante el cual se reforman los artículos 
86, 235, 237 y 241 de la Constitución Política.

Agradezco al señor Secretario la invitación 
y aprovecho la oportunidad para excusarme 
por la no asistencia a la audiencia programa-
da, en atención a  compromisos que había ad-
quirido con anterioridad, he dispuesto que la 
doctora Sandra Guzmán, asesora enlace de la 
Fiscalía con el Congreso, me mantenga infor-
mado del evento para el cual le auguro los me-
jores éxitos.

Con sentimientos de especial consideración 
aprecio, el doctor Mario Germán Iguarán Ara-
na, Fiscal General de la Nación.

Han sido leídas las dos excusas señor Presi-
dente.

Presidente:
Como se trata de una Audiencia Pública, si 

algunas de las personas que se encuentran acá 
presentes que no han sido leídas por parte de la 
Secretaría y la Presidencia, por favor se  pueden 
inscribir a donde el señor Hugo Jiménez, Sub-
secretario de la Comisión.

Entonces le damos inicio a la Audiencia Pú-
blica, doctor Carlos Holguín Ministro del Inte-
rior.

La Presidencia concede el uso de la pala-
bra al doctor Carlos Holguín Sardi, Ministro 
del Interior y Justicia:

A la audiencia de la Comisión Primera, efec-
tivamente el Gobierno me presentó a la consi-
deración del Congreso, un Proyecto de Acto Le-
gislativo mediante el cual se reforman algunos 
artículos de la Constitución Política en materia 
de justicia, que ha sido ampliamente divulgado 
y conocido y que tengo la seguridad de que la 
Comisión lo estudiará y lo analizará en el deba-
te  correspondiente.

Yo hoy me inclinaría señor Presidente, con 
la venia suya y de la Comisión, por escuchar a 

quienes quieren intervenir en la audiencia pú-
blica y simplemente haría una muy breve intro-
ducción al tema, señalando como ya lo hizo us-
ted señor Presidente los puntos fundamentales 
del Proyecto presentado por el Gobierno, pero 
sin entrar en el debate, porque me parece que 
para la Comisión y para el gobierno y supongo 
que también que para los señores Magistrados 
y Representantes de las Altas Cortes, será muy 
ilustrativo y muy enriquecedor poder conocer 
la opinión de los ciudadanos que quieren par-
ticipar en la Audiencia Pública tanto más cuan-
do ellos tienen calidades y condiciones que los 
ameritan sobremanera, para ilustrar a la Comi-
sión y enriquecer este debate.

No voy a entrar en el tema de anteceden-
tes del proyecto ni a defenderlos, simplemente 
como usted lo dijo, señor Presidente, el proyecto 
que presenta el Gobierno tiene tres aspectos, el 
primero es el relativo con un desarrollo del ar-
tículo que consagra como derecho fundamental 
en la Constitución el derecho al libre desarrollo 
de la personalidad, ese artículo fue desarrolla-
do en sentencia de la Corte Constitucional y en 
razón de esa sentencia se eliminó la posibilidad 
de sancionar el uso personal o la dosis personal 
de droga, al Gobierno le inquieta este proble-
ma de manera fundamental desde el comienzo 
del Gobierno del presidente Uribe y durante su 
campaña él estuvo planteando este como un 
tema sumamente importante para la sanidad de 
la población joven colombiana y para la pro-
tección del libre desarrollo de la personalidad y 
por eso se trae un artículo en el cual se permiti-
ría sancionar sin pena privativa de la libertad y 
por medio de la ley por supuesto a través de ley 
el consumo o la utilización de la dosis personal 
de sustancias psicotrópicas.

La segunda parte del proyecto trata de en-
contrar una solución a un tema que ha venido 
perturbando las relaciones entre las Altas Cor-
tes que ha venido ocasionando conflictos entre 
ellas y que inquieta a la opinión pública por los 
efectos sobre la institucionalidad del Estado y 
sobre la certeza jurídica de las decisiones judi-
ciales que es el tema de la revisión de tutelas so-
bre sentencias. Allí el Gobierno repito, no voy a 
hacer la exposición del proyecto ni su defensa, 
simplemente enunciar los temas, ha buscado una 
fórmula equilibrada para solucionar ese conflic-
to en donde entre las dos doctrinas opuestas que 
es la de que los Tribunales de Jurisdicción o las 
Cortes de Jurisdicción deben ser tribunales de 
cierre como sostienen unos y con la otra que es 
la de que el Tribunal Constitucional es máximo 
tribunal en materia Constitucional y de dere-
chos fundamentales.

Se busca como digo una solución relativa-
mente equilibrada donde se sostiene la parte 
esencial de la segunda oposición, es decir que 
el Tribunal Constitucional tiene una preeminen-
cia en materia constitucional pero se condiciona 
la revisión de tutelas por parte de ese máximo 
tribunal de lo constitucional a una serie de con-
dicionamientos y de requisitos que podría de-
cirse impropiamente tal vez, pero para hacerlo 
gráfico y hacerlo corto que solamente por vía 

de excepción llegarían a la consideración y a la 
revisión de la Corte Constitucional las tutelas 
sobre sentencias.

Y el tercer tema es un tema que también ha 
preocupado a la opinión pública y particular-
mente al Congreso que sobre la facultad de qué 
tan soberana es la facultad del Congreso como 
constituyente delegado para reformar la Cons-
titución, allí el proyecto pretende regresar a la 
historia constitucional tradicional del país y es 
la de que los actos reformatorios de la Constitu-
ción que expida el Congreso, solamente pueden 
ser revisados por la Corte Constitucional por 
vicios de forma, por vicios en el proceso de for-
mación del respectivo acto legislativo y no por 
motivos de fondo o por la sustancia o la materia 
misma del acto legislativo en cuestión cualquie-
ra que ella sea, esa sustancia o esa materia.

Como digo lo que se ha buscado es básica-
mente un proyecto de equilibrio, de equilibrio 
entre los poderes del Estado y de poder encon-
trar una solución armónica y adecuada a algo 
que a nuestro juicio está lesionando seriamente 
o por lo menos poniendo en peligro la institu-
cionalidad y la seguridad jurídica del país.

Eso es todo lo que a manera de introducción 
de esta audiencia me atrevería a decir por hoy 
señor Presidente y ya tendré ocasión de partici-
par muy activamente en los debates que la Co-
misión quiera adelantar a partir del momento de 
rendición de la ponencia y de la apertura para el 
primer debate.

Presidente:
Gracias señor Ministro, la Corte Suprema de 

Justicia ha designado al doctor Jaime Arrubla 
como su vocero, así que por favor doctor Jaime 
Arrubla le invito a que esté en el estrado por 
favor.

La Presidencia concede el uso de la pala-
bra al Magistrado Jaime Arrubla, Vocero de 
la Corte Suprema de Justicia:

Muchas gracias señor Presidente de la Comi-
sión Primera de la Cámara, honorables Repre-
sentantes, distinguidos presidentes de la Corte 
Suprema, del Consejo de Estado, de la Corte 
Constitucional, de la Sala Laboral de la Corte 
Suprema, distinguidos profesores, académicos, 
invitados, señoras y señores.

Es para nosotros un honor poder participar 
en este debate que a buena hora se ha plantea-
do, a quince años de la vigencia de una Consti-
tución es normal y evidente que se presente la 
necesidad de hacer ajustes, de hacer precisiones 
para un mejor funcionamiento institucional.

La Constitución del 91 como todos sabemos 
cambió las reglas del juego en el quehacer de 
la justicia, de la Corte Suprema de Justicia que 
aglutinaba incluso el control de exequibilidad 
de la ley en ese entonces, se concibió con muy 
buen tino, separar la Corte Constitucional para 
que hiciera ese control de exequibilidad de las 
leyes, la producción legislativa del Congreso y 
nos pusimos a tono con muchas democracias 
contemporáneas en  esa gran función.

La Corte Suprema de Justicia por su origen 
cooptado, de pronto se divorciaba un poco de la 
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problemática política del país, de la problemá-
tica de fondo de grandes temas que se debaten 
en el Congreso de la República y por eso estaba 
muy bien que en un momento dado se saliera 
un poco el control de exequibilidad de las leyes 
y buscara un ejercicio más dinámico, por eso 
incluso se varió que los Magistrados de la Corte 
Constitucional tuvieran a partir de ese entonces 
un origen político y efectivamente son nombra-
dos por el honorable Senado de la República 
como todos sabemos.

¿Para qué?, para que haya ese control ade-
cuado de toda esa novedad que llega a la so-
ciedad, de todos esos grandes problemas que 
se presentan en el fondo de la política misma 
y tuviera una Corte cercana a ese análisis, cer-
cana a ese dinamismo político que debe tener 
la Constitución. De allí que separar el origen 
de los magistrados, unos orígenes que los del 
Consejo de Estado, los de la Corte Suprema de 
Justicia seguirían elegidos en forma cooptado 
en una forma que no entraran en un contacto 
político por razones obvias, por razón de que lo 
que producen es sentencia de Justicia ordinaria 
y Justicia contenciosa, en cambio, otros Magis-
trados a partir de ese momento con un origen 
político importante para que pudieran entrar en 
el análisis profundo de esos grandes temas que 
tiene la sociedad.

Yo recuerdo muy bien, yo era Secretario Ju-
rídico de la Presidencia de la República en el 
gobierno anterior, cuando estábamos ad portas 
de un referéndum y recibimos la visita del señor 
Presidente de la Corte Constitucional en ese en-
tonces un distinguido jurista colombiano y nos 
dijo, estamos preocupados porque de pronto 
uno de los temas que se va a tocar es el origen 
de la Corte Constitucional y me dijo, el mensaje 
de la Corte es que estamos totalmente de acuer-
do y convencidos que el origen nuestro debe 
seguir siendo un origen por parte del Congreso 
de la República; de allí debe proceder nuestra 
designación porque esa es nuestra función pri-
mordial, en eso estamos de acuerdo.

Viene entonces que ese fue el diseño que tra-
jo la Constitución y trajo un diseño de la Justi-
cia en tres Altas Cortes, la Corte Constitucional, 
para controlar la producción legislativa del Con-
greso, el Control de exequibilidad; la Corte Su-
prema de Justicia como máxima autoridad en la 
Justicia ordinaria y el Consejo de Estado como 
tribunal supremo de lo contencioso administra-
tivo. Ese fue el diseño que generó nuestra Carta 
del 91, quedó un gran tema en esa Constitución 
que fue la acción de tutela, algunos creen que es 
un procedimiento, en Colombia la tutela no es 
un procedimiento, es una medida cautelar para 
abogar por el derecho fundamental, a manera 
de un habeas corpus cuando se ha violado un 
derecho fundamental y a partir de ese entonces 
surgió la gran duda que era tutela contra provi-
dencias judiciales.

Algunos participantes de la Constituyente 
dijeron de que eso no se había puesto, de que 
no había tutela contra providencias judiciales 
porque eran cosas obvias que no se necesitaba 
señalar, muy pronto vino la primera reglamen-

tación sobre tutela contra providencia judicial, 
estableciendo un límite para interponerla como 
bien lo hace el proyecto del gobierno y tuvimos 
la primera providencia que sobre el tema pro-
dujo la Corte Constitucional declarando inexe-
quible esa reglamentación de la tutela contra 
providencias judiciales.

Miren como el diseño de la Constitución se 
creyó y por la misma Corte Constitucional que 
esa era la forma, que esa era la manera. ¿Dónde 
se abre el espacio? Y tenemos que reconocerlo, 
el espacio para la tutela contra las providencias 
judiciales se abrió fue en la Corte Suprema de 
Justicia, las primeras providencias de la Corte 
Suprema de Justicia abrieron un espacio para 
la tutela contra providencias judiciales, con un 
argumento, el de la vía de hecho, es que si hay 
vía de hecho no hay sentencias, luego no puede 
haber una sentencia que haga tránsito a la cosa 
juzgada, por lo tanto es susceptible de entrar a 
parar derechos fundamentales.

Y desde entonces para acá, la Corte Suprema 
de Justicia y el Consejo de Estado viene defen-
diendo y tutelando providencias judiciales don-
de ha habido errores, manifiestos de hecho por 
parte de los jueces de la República. Esa es una 
realidad, les digo por ejemplo que en la Cor-
te Suprema de Justicia, únicamente en la sala 
de casación civil y en la sala de casación penal 
en el año 2005 se fallaron más de diez mil sen-
tencias de tutela, los Magistrados de la sala de 
casación civil semanalmente tenemos sala de 
tutela y cada magistrado tiene que llevar por lo 
menos 20 sentencias de tutela a la sala sema-
nal de casación civil y otros tantos en la sala de 
casación penal, el Consejo de Estado hacen la 
tutela contra sentencias judiciales.

O sea que lo primero que queremos llamar 
la atención de esta honorable corporación, es 
que el tema en el pasado se ha estigmatizado, 
se ha dicho que la Corte Suprema de Justicia, o 
al Consejo de Estado no les gusta la tutela, pero 
por Dios si nosotros somos los que hacemos la 
tutela, los cinco mil jueces que componen la Jus-
ticia ordinaria son los que hacen la tutela en el 
país y son los que mueven la tutela y llega hasta 
la Corte Suprema de Justicia y periódicamente 
estamos, cuando hay errores, corrigiendo.

Entonces, lo primero que hay que sentar es 
que no es un problema de la tutela, no es un pro-
blema contra la tutela, la Corte Suprema de Jus-
ticia abrió el espacio a la tutela a pesar de que 
la Corte Constitucional había declarado inexe-
quible el estatuto que regulaba la tutela contra 
providencias judiciales y desde entonces para 
acá la Corte Suprema de Justicia viene abriendo 
espacio a la tutela.

Los recursos extraordinarios que son los que 
justifican gran parte de nuestra tarea como tri-
bunal de casación, que es el recurso de casación 
y el recurso de revisión, se vienen contempori-
zando, el recurso de casación penal obviamente 
se abrió al derecho fundamental es que la tarea 
del juez no puede ser únicamente mirar la ley, la 
tarea del juez es mirar todo el sistema jurídico 
empezando por la Constitución y la ley que lo 
desarrolla, el juez realiza la Constitución desde 

el día en que comienza un proceso hasta el día 
que lo termina y la máxima garantía de los de-
rechos fundamentales debe ser el proceso y si 
el proceso no lo está haciendo, lo que hay que 
cambiar es el proceso.

Entonces miren ustedes como la problemá-
tica no es sobre si le damos espacio o no a la 
tutela en la Justicia ordinaria, desde hace mu-
cho rato ese espacio se abrió y semanalmente se 
tutelan gran cantidad de providencias y anual-
mente se fallan gran cantidad de sentencias de 
tutela; el problema radica en una cuestión muy 
diferente, el problema radica en un problema de 
diseño judicial que toca con la independencia 
del juez indiscutiblemente (...).

Continúa con el uso de la palabra el doctor 
Jaime Arrubla, Vocero de la Corte Suprema 
de Justicia.

Es que yo les digo, por qué los jueces no son 
en Colombia elegidos por el Congreso, por qué 
los jueces no son elegidos por el Ejecutivo, por 
qué los jueces no son elegidos popularmente, 
por qué la Constitución del 91 y desde la del 86, 
traía un diseño para que los jueces en Colombia 
fueran elegidos por un sistema cooptado, donde 
se preservara la decisión judicial al máximo, la 
intromisión de otros poderes públicos.

Porque siempre hay un gran derecho fun-
damental de todo ciudadano, que es tener un 
juez independiente para sus problemas de Jus-
ticia ordinaria, para sus problemas de Justicia 
en conflictos contra el Estado, a lo máximo que 
puede garantizar y exigir un ciudadano es a que 
el juez sea independiente, podrá ser el juez jo-
ven, viejo, pero por lo menos que sea un juez 
absolutamente independiente, porque con eso 
nos quedamos tranquilos, el día que el juez 
tenga posibilidad de tener alguna influencia de 
alguna naturaleza entonces ese juez no tendrá 
esa calificación de independencia a la que tiene 
derecho cualquier ciudadano que aspire a la ad-
ministración de justicia. 

Por eso en todo el mundo la Corte Suprema 
y el Consejo de Estado, máximas cabezas de 
la Justicia ordinaria o del Consejo de Estado, 
tienen que ser órganos de cierre, porque es que 
permitir que sus decisiones puedan ser discuti-
das en otro lado, en otra jurisdicción distinta no 
va con el principio de la autonomía del juez, ese 
no fue el diseño que trajo la Constitución del 
91 porque entonces si no van a ser los órganos 
de cierre habría que empezar en pensar quién 
lo va a hacer y que los jueces que sean órganos 
de cierre entonces vuelvan a ser cooptado y que 
no puedan ser elegidos por el Senado de la Re-
pública, porque entonces sería romper todo el 
diseño que por antonomasia tienen todas las de-
mocracias que se fundamentan en un equilibrio 
de poderes.

Entonces lo que está en juego aquí no es la 
tutela que repito, la Corte la hace y la hace hasta 
la saciedad, la hace más que cualquier tribunal 
y si no reto a las estadísticas, el mero 2005 falla-
mos más de diez mil tutelas en ese año y en este 
año vamos a superar ese volumen de tutelas.
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Entonces el problema no es la tutela, el pro-
blema es la justicia, la Justicia independiente, 
el juez independiente, la procedencia del juez, 
el origen del juez, el equilibrio que tiene que 
haber entre los tres altos Tribunales que diseñó 
la Constitución del 91, entonces quién va a ser 
el que tutele las decisiones de la Corte Suprema 
como decisiones de casación y del Consejo de 
Estado, ¿por qué ellas también se equivocan?, 
yo pregunto y ¿es que hay alguna Corte que no 
se equivoque? O es que hay alguna Corte de la 
Constitución que diga que hay alguna Corte de 
las tres que hay en Colombia que sea infalible.

Entonces, a esa discusión tendríamos que 
empezar por reconocer constitucionalmente la 
infalibilidad de una  de las Cortes de la Repú-
blica, yo creo que aquí no se trata de que haya 
cortes falibles o no haya cortes infalibles, aquí 
todos somos susceptibles de cometer errores en 
nuestras tareas para eso están las acciones de 
revisión, pero es que nosotros en la Corte Su-
prema la tarea fundamental nuestra es unificar 
la jurisprudencia nacional, si acaso quebramos 
una sentencia procedemos a hacer tribunal dis-
tancia pero allí ya está cumplida la función, la 
función se cumple con el juez que juzga y el 
tribunal de cada distrito judicial que hace la se-
gunda instancia, hasta allí llega el principio de 
las dos instancias. 

Nosotros somos y toda la historia de las 
Cortes como tribunales de casación en todo 
el mundo es que defendemos el orden jurídi-
co con Constitución y todo contra los yerros 
que cometan esos tribunales esa es la función 
nuestra, entonces si esa no va a seguir siendo 
nuestra función entonces qué nos van a poner 
a hacer o si simplemente el país va a cambiar 
el esquema de administración de Justicia y va a 
concentrar todo en una gran Corte, esa también 
podría ser otra solución, pero lo que no se pue-
de aceptar es que hayan dos cortes diciendo lo 
mismo, diciendo lo mismo dentro del proceso, 
¡ah!, pero es que ustedes tienen que acatar a la 
Corte Constitucional, pero por supuesto que la 
acatamos como la acatamos todos los ciudada-
nos de este país.

La Corte Constitucional se pronunció sobre 
el Código de Procedimiento Penal y ese Código 
de Procedimiento Penal que fue el que expidió 
el Congreso de la República y el que revisó en 
su exequibilidad la Corte Constitucional eso es 
lo que nosotros como Jueces de la República te-
nemos que acatar, de punta a punta, sin discutir 
lo que la Corte Constitucional dijo en el control 
de exequibilidad de ese código, sobre cuáles 
son los derechos fundamentales, el derecho a la 
defensa, hay que acatarlo totalmente.

Lo que la Corte Constitucional diga sobre las 
leyes de procedimiento civil, sobre las leyes de 
procedimiento laboral y sobre todos los regíme-
nes que lo complemente tenemos que acatarlo, 
allí es donde se produce la jurisprudencia sobre 
los derechos fundamentales, lo otro es permitir 
que terceros entren al proceso y se deteriore la 
máxima garantía de un ciudadano colombiano 
que es tener un juez independiente y una juris-
dicción especializada que juzgue sus casos.

Yo no pretendo agotar el tema, yo simple-
mente también como dijo el señor Ministro, 
vamos a enunciar los temas que hay que desa-
rrollar en este debate que a buena hora inicia 
la República, que yo no creo como han tratado 
de decir peyorativamente que es un problema 
de nostalgia, señores parlamentarios, yo soy 
magistrado posterior a la Constitución del 91, 
a mí no me tocó el control de exequibilidad, yo 
no puedo tener nostalgias de lo que no he teni-
do, a la Corte Suprema no le interesa el control 
de exequibilidad, no le interesa meterse en las 
funciones de la Corte Constitucional, estamos 
convencidos que lo que está haciendo la Corte 
Constitucional en esa materia, lo está haciendo 
y muy bien hecho, nos honra tener una Corte 
Constitucional como la que tenemos en Colom-
bia, es ejemplo para toda Latinoamérica, lo que 
estamos pregonando es defender la integridad 
del proceso, que los controles que haya que ha-
cer se hagan al interior del proceso y al interior 
de la jurisdicción, si el Congreso de la Repúbli-
ca llega a la decisión de que debe haber tutela 
aún contra decisiones de la Corte Suprema en 
asuntos de casación o del Consejo de Estado, 
entonces también habrá que hacerlo, pero eso 
debe ser al interior de cada jurisdicción, para no 
perder el principio de la especialidad.

Es que el proceso es incito al derecho sus-
tancial, es que el juez con lo que trabaja es con 
un procedimiento, desde el día que empieza una 
causa hasta el día en que la termina, entonces 
bajo el expediente que hay que revisar los de-
rechos fundamentales todos los procesos esta-
rían inmersos a ser controlados por otros jueces 
y eso iría contra un equilibrio democrático, el 
país no puede concentrar toda la fuerza atentan-
do contra un diseño que hizo la Constitución de 
1991.

Ahora, somos conscientes de que hay cuestio-
nes que también hay que arreglar, somos cons-
cientes de que hay dos grandes procedimientos 
que atañen contra la administración de justicia, 
que son competencia del Consejo de Estado y 
competencia de la Corte Suprema de Justicia, 
que hay que equilibrar porque si de verdad hay 
que hacerle una causa criminal a un parlamen-
tario que  es lo lógico que lo haga la Corte, que 
es la Justicia ordinaria, pero porque además esa 
es la democracia es también el parlamento el 
que nos juzga a nosotros, nosotros tenemos un 
fuero que son ustedes y ustedes tienen un fue-
ro que somos nosotros, es la máxima garantía 
que nosotros tenemos que a la representación 
popular de toda la Nación, sea quien juzgue a 
un magistrado y la máxima garantía que tienen 
ustedes aparte de los que en un momento dado 
estemos sentados allá es que el máximo tribunal 
de la Justicia ordinaria es el que los va a juzgar 
a ustedes.

Eso hace que desaparezca una instancia, nos 
desaparece a nosotros como Magistrados y los 
desaparece a ustedes como parlamentarios, pero 
es una desaparición de una instancia a favor de 
un fuero dada la agitada dignidad que tienen, 
pero estamos dispuestos a que si el Congreso 
quiere que eso se revise por parte de la Corte 

Suprema de Justicia no habría ningún problema 
porque es que la justificación que le han dado 
a la tutela es que como las causas de los par-
lamentarios no tienen tutela, no tienen segunda 
instancia entonces que venga la tutela, que ven-
ga la tutela pero que muera en la misma rama, 
así sea a través de mecanismos múltiples que 
pueda haber, una sala mixta, una sala especial, 
una sala de conjueces, pero  no hay necesidad 
de perder la especialidad, ni de perder el equi-
librio entre las cortes, que las tres tienen unas 
funciones máximas cada una en su competencia 
como Justicia ordinaria y como Justicia conten-
ciosa y como Justicia constitucional.

Lo propio con la pérdida de la  investidura de 
los parlamentarios, consideramos que también 
allí debe haber una revisión, porque es imposi-
ble atender un adecuado derecho de defensa en 
tres días, es imposible que no haya gradualidad 
y también es imposible que no hay otra instan-
cia donde discutir.

Por eso estamos abiertos a este debate, señor 
Presidente de la Comisión, señores parlamen-
tarios, que a buena hora ha abierto el Gobierno 
Nacional con su proyecto, el Consejo de Estado 
con un  proyecto que coinciden en grandes co-
sas y yo creo que gracias a la labor  tesonera del 
Congreso, se llegará a un equilibrio y se podrán 
abrir puertas para que Colombia tenga unas ins-
tituciones más depuradas, más maduras y con 
mayor equilibrio democrático, nos recrearemos 
para las futuras discusiones profundizar estos 
temas que a penas hemos expuesto muy some-
ramente. Muchas gracias señor Presidente.

La Presidencia concede el uso de la pala-
bra el doctor Ramiro Saavedra Becerra, Pre-
sidente del Consejo de Estado:

Señor doctor Tarquino Pacheco, Presidente 
de la Comisión Primera de la honorable Cámara 
de Representantes; señor Carlos Holguín Sardi, 
Ministro del Interior; señores Parlamentarios, 
señores Presidentes de la Corte Suprema de 
Justicia y la Corte Constitucional doctor Jaime 
Córdoba, señores Representantes de la acade-
mia, señores invitados, señoras y señores.

Evidentemente, después de la intervención 
del doctor Jaime Arruble, es bien poco lo que a 
mi me queda por decir, en la medida en que él 
hizo una radiografía sumamente pertinente de 
lo que es el proyecto que ha sido presentado por 
el Consejo de Estado con la coadyuvancia de la 
Corte Suprema de Justicia, como de la Fiscalía 
General de la Nación y no podría yo, ni tendría 
sentido, por supuesto, volver nuevamente sobre 
una argumentación que el Consejo comparte 
plenamente.

Quería entonces simplemente puntualizar 
algunos aspectos que me parecen que son im-
portantes y que deberían ser tenidos en cuenta 
en el desarrollo del debate que aquí se va a de-
sarrollar en relación con el tema mismo de la 
tutela, que no se agota en la razón de ser de este 
proyecto; desde luego, también tengo que decir 
que la idea de que exista en el seno del Consejo 
de Estado una división entre defensores y de-
tractores de la tutela es completamente absurda, 
es completamente falta de toda razón. 
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La tutela por supuesto entendemos que no se 
estableció contra los jueces o contra la función 
jurisdiccional, es necesario admitir que su obje-
tivo principal es la administración pública, por-
que aparte de quienes dentro del derecho pri-
vado, o dentro de las relaciones privadas están 
vinculados por relaciones de dependencia es el 
marco de la administración pública, en donde la 
tutela tiene su más cabal, su más necesaria y su 
más frecuente realización.

Es una costumbre de la administración co-
lombiana, el no reconocer los derechos de los 
ciudadanos, es una costumbre el no reconocer 
tampoco el valor de la jurisprudencia especial-
mente de la jurisprudencia contenciosa admi-
nistrativa, es una práctica habitual, la de obligar 
a los ciudadanos a demandar para que se les re-
conozcan derechos que están claros, derechos 
que han sido expresamente definidos por los 
tribunales con el objeto de utilizar una especie 
de estrategia de ejecución presupuestal que ter-
mina siendo humillante para la gente y que des-
legitima al Estado.

No hay que olvidar que cuando hablamos de 
la tutela, estamos hablando de los derechos de 
las personas y estamos hablando esencialmen-
te del hecho de que el problema de la tutela en 
Colombia, no es un problema judicial, es un 
problema, claro, de congestión de los juzgados, 
pero es fundamentalmente un problema del Es-
tado que no le reconoce los derechos a la gente 
y que lo obliga como ya lo he dicho a inundar, 
a congestionar las jurisdicciones una y otra vez, 
para después pretender que ese problema se re-
suelva en el seno, en el interior de ellos.

Cómo podría la jurisdicción contenciosa ad-
ministrativa que tiene a su cargo el control de 
la administración estar en contra de la tutela, si 
precisamente lo que ella hace siempre es definir 
los derechos de las personas frente a la omni-
potencia y frente al abuso del poder y especial-
mente de la administración pública.

Y siempre nos queda, me toca confesarlo, 
la impresión que por más generosos que sean 
los esfuerzos de los jueces en cualquiera de las 
jurisdicciones a veces sus decisiones solo sir-
ven para prolongar indefinidamente las grandes 
injusticias estructurales del Estado, mediante 
soluciones inmediatas, que si bien satisfacen 
individualmente dejan a la sociedad expuestas 
a nuevos y peores abusos.

Esa es la razón por la cual entendemos noso-
tros desde la jurisdicción contenciosa adminis-
trativa que la tutela debe ser defendida a todo 
trance. Frente a ello debe por supuesto fortale-
cerse el sistema judicial y debe fortalecerse el 
sistema judicial porque como conclusión de lo 
que he dicho, si la administración no es la que 
está al pie de las necesidades  sociales y nos deja 
a los jueces la carga de resolver por lo menos 
esporádicamente cada una de esas violaciones, 
entonces es al sistema judicial al que se le debe 
fortalecer y es al sistema judicial al que se debe 
proteger y no someterlo por supuesto a peligros, 
a debilidades y no someterlo a la pérdida de su 
prestigio, a la pérdida de sus posibilidades de 

constituirse en su país como uno de los funda-
mentos de la institucionalidad.

A la Corte Constitucional que como ha dicho 
ya el señor representante de la Corte Suprema de 
Justicia, todos absolutamente todos los jueces 
respetamos y admiramos, porque también debo 
decir el nombre de la corporación que repre-
sento, que la labor que la Corte Constitucional 
ha realizado frente a la Constitución de 1991 y 
frente a la necesidad de adecuar un nuevo orden 
fundamental en el país, ha sido extraordinaria y 
ha sido admirable; la sentencia del Consejo de 
Estado por supuesto una lógica manera mayor 
que la Corte Suprema de Justicia, puesto que el 
Consejo de Estado y la Jurisdicción Contencio-
so Administrativa manejan el Derecho Público.

Están llenas de situaciones de la Corte Cons-
titucional, la sentencia de la Corte cuando de-
fine frente a la Constitución es valor y la exe-
quibilidad de las leyes es fundamento, en ese 
tema como tiene que ser por supuesto y como 
es, sirve de norte, sirve de fundamento y sirve 
de faro a la actuación del Consejo de Estado, 
pero nos preocupa el hecho de que las deci-
siones que toma el Consejo de Estado, queden 
constantemente sujetas a nuevas revisiones, a 
nuevos planteamientos, a nuevas consideracio-
nes y que por la vía por supuesto de un derecho 
fundamental como es el del debido proceso, se 
replantee el papel del juez, la valoración proba-
toria que debe ser un aspecto estrictamente del 
resorte y conocimiento de un juez especializa-
do, no puede quedar sujeto a reinterpretaciones 
una y otra vez porque de esa manera se emana 
la credibilidad, se emana la posibilidad de tener 
un sistema de control estatal que sea confiable, 
que sea preciso, que sea el necesario.

Con frecuencia se trae de ejemplo para justi-
ficar la supremacía de la Corte Constitucional el 
hecho de que otros tribunales constitucionales 
especialmente el de Alemania y el de España 
una y otra vez, tengan el derecho y la posibili-
dad de revisar las sentencias judiciales, pero hay 
que recordar que tanto en la ley fundamental de 
1949 en Alemania, como en la Constitución de 
1978 en España, fue claro el Constituyente en 
poner a la Corte Constitucional o al Tribunal 
Constitucional por fuera del sistema judicial.

Estos dos países venían de situaciones po-
líticas muy especiales y muy particulares que 
exigían que sus tribunales constitucionales no 
estuvieran limitados estrictamente a la conside-
ración de lo jurídico sino que también pudieran 
hacer valoraciones políticas en la más alta di-
mensión de la expresión.

Pero ese no fue el criterio del Constituyen-
te Colombiano, la revisión del título octavo de 
nuestra Carta Fundamental permite perfecta-
mente comprobar como, tanto la Corte Supre-
ma de Justicia, el Consejo de Estado y la Corte 
Constitucional se incorporan al sistema judicial 
como Cortes de igual categoría, por lo tanto en 
la medida en que nosotros insistimos en la nece-
sidad de que se respete el papel como Corte de 
cierre de cada una de ellas lo único que estamos 
haciendo es pedir que se respete la Constitución 
y no se reinterprete a la luz de doctrinas o solu-

ciones extemporáneas que quizás se justifiquen 
en el pasado tormentoso de los países en los 
cuales fueron creadas pero que no tienen nada 
que ver con la decisión que tomó el Constitu-
yente Colombiano.

Esta es la razón por la que el proyecto que se 
ha presentado y en el cual el Consejo de Estado 
reconoce sin duda la procedencia de tutela con-
tra decisiones judiciales  expresa también que 
esa tutela no debe proceder contra las decisio-
nes de los órganos de cierre y aún si se llegara, 
– como bien lo expresó la Corte Suprema de 
Justicia a través de su vocero –, a considerar 
que aún esa tutela debe proceder, ella debe ser 
resuelta en el seno de las propias corporaciones, 
que va a haber tres clases de jurisprudencia de 
tutela, pues bien, la Corte Constitucional tiene 
nueve clases de jurisprudencia de tutela, una 
por cada una de la salas de revisión, al extre-
mo de que la propia Corte tuvo que concebir 
un recurso extraordinario entre la sala plena que 
se concede muy esporádicamente pero que deja 
desde luego en pié, el hecho de que en cada una 
de esas salas de decisión se toman decisiones en 
las cuales hay siempre o casi siempre, o por lo 
menos muchas veces salvamentos de voto.

Entonces, por qué habría de ser más grave el 
hecho de que el concepto de un tribunal técni-
co como el Consejo de Estado, que se ocupa de 
cuestiones que por supuesto no siempre, o casi 
nunca son del conocimiento público y no tienen 
diría yo, desde luego con una expresión un poco 
irrespetuosa, no tienen glamour, el glamour que 
tienen otras Cortes, pero que son extraordina-
riamente importantes precisamente por su tec-
nicidad, por qué no podría haber una jurispru-
dencia dedicada a esos aspectos esencialmente 
especiales y distintos al tema abstracto que se 
maneja desde otro punto de vista o desde otra 
perspectiva.

Así pues y con estas muy breves apreciacio-
nes yo quisiera simplemente expresar la con-
fianza del Consejo de Estado, en el hecho de 
que a lo largo de los debates que tengan que ver 
con estos proyectos, tanto el presentado por el 
Gobierno, como el presentado por la Corte Su-
prema y el Consejo de Estado, se analicen todos 
esos aspectos, se tengan en cuenta las conve-
niencias nacionales y se tenga en cuenta tam-
bién cuáles son las características propias de las 
distintas jurisdicciones.

Estamos igualmente dispuestos a participar, 
queremos hacerlo en todas ocasiones en las cua-
les la honorable Cámara de Representantes lo 
considere pertinente y esperamos que al final 
del camino, se llegue a una solución adecuada, 
en la cual se consideran todos estos aspectos, se 
tenga en cuenta la importancia de la seguridad 
jurídica, ahora se ha querido decir que la segu-
ridad jurídica es un asunto económico que no 
le interesa sino al sistema financiero o algo así, 
como si la seguridad jurídica no fuera también 
necesaria respecto de los derechos sociales, res-
pecto de los derechos laborales, en fin, respecto 
de todas las actuaciones y de todos los intereses 
de las personas.
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Una de las instituciones más recientes del 
Derecho Administrativo es el principio de con-
fianza legítima, el principio de confianza legí-
tima parte de la base de que el Estado Provi-
dencia, de que el Estado Social tiene que estar 
constantemente adecuando las normas, los orde-
namientos, a las demandas y a las necesidades 
sociales de lo que los alemanes llaman la pro-
cura existencial, pero aún así es necesario que 
ese Estado con todo el derecho innovador que 
le cabe, respete los derechos de las personas, a 
fin de que en esa dinámica de actualización y de 
innovación no se atropellen los derechos de las 
personas, porque en último término se está atro-
pellando el principio de la seguridad jurídica, el 
principio de la seguridad jurídica entonces, no 
es un principio de menor categoría, es un princi-
pio que forma también parte de las necesidades, 
de los intereses y forma parte de lo que es (...)

Continúa con el uso de la palabra el ho-
norable Representante el doctor Ramiro 
Saavedra Becerra, Presidente del Consejo de 
Estado:

Mejor para la sociedad y para el Estado Co-
lombiano. Muchas gracias.

La Presidencia concede el uso de la pala-
bra al doctor Jaime Córdoba Triviño, Presi-
dente de la Corte Constitucional:

Mi saludo muy especial y respetuoso para 
el señor Presidente, Vicepresidente y demás 
dignatarios de la Comisión Primera de la hono-
rable Cámara de Representantes, a los señores 
y señoras representantes, a mis colegas, Presi-
dentes y Magistrados de la Corte Suprema de 
Justicia y el Consejo de Estado, del Consejo Su-
perior de la Judicatura, a los muy distinguidos 
profesores, Representantes de las organizacio-
nes no gubernamentales y a los asistentes a este 
importante audiencia convocada por la Cámara 
de Representantes.

En nombre de la Corte Constitucional quiero 
expresar ante todo y en primera  instancia que la 
Corte, señor Presidente, ha respetado y respeta-
rá en todo momento la autonomía del Congreso 
para definir este asunto que le ha sido plantea-
do tanto por el Consejo de Estado, como por 
el Gobierno Nacional y también será respetuosa 
la Corte como no podría hacerlo de otra mane-
ra de la dinámica de deliberación democrática 
que corresponde a las bancadas de los partidos 
y movimientos políticos que conforman este ór-
gano de representación popular.

Nosotros respetamos igualmente y no podía 
ser tampoco de otra manera, los acercamien-
tos lobby llaman algunos, que la Corte Supre-
ma de justicia, el Consejo de Estado ha tenido 
con distintos miembros del Congreso, con Re-
presentantes y voceros de la bancada, nosotros 
consideramos que eso es legítimo pero la Corte 
Constitucional prefiere este escenario abierto, 
transparente de cara al país, para expresar sus 
opiniones a propósito de las iniciativas que se 
han presentado.

Quiero decir además, señor Presidente y ho-
norables Representantes, que la Corte Constitu-
cional en este tema llamado coloquialmente el 

choque de trenes ha estado siempre y de manera 
invariable permanentemente abierta al diálogo.

Y lo ha estado de su propia iniciativa en 
reuniones diversas, incluso algunas sugeridas 
por el Jefe del Estado que propiciaba en algu-
na oportunidad porque las propias Cortes de 
su propio seno, lograran encontrar un acuerdo 
sobre este tema y la Corte asistió a todas las 
reuniones, propuso incluso, algunos temas que 
como se verá más adelante y en nuestro crite-
rio posibilitaban un acercamiento sustancial de 
esas posiciones, incluso estuvimos de acuerdo 
en que el señor Fiscal General de la Nación, 
fungiera como amigable componedor de esas 
reuniones, ahora vemos que el señor Fiscal Ge-
neral de la Nación, abandonó su posición inicial 
de amigable componedor en este tema entre las 
cortes y aparece como coadyudante de uno de 
los proyectos, me parece que eso está bien, no 
lo critico, registro simplemente el hecho, pero 
pese a los esfuerzos por el diálogo y el acer-
camiento obtuvimos muy a nuestro pesar una 
respuesta desfavorable, muy a nuestro pesar 
tanto de la Corte Suprema de Justicia, como 
del Consejo de Estado, quienes han mantenido 
y hay que abonarles la coherencia de su posi-
ción una, única, sola y exclusiva posición desde 
el comienzo de las discusiones hasta esta parte 
como ustedes han podido observar.

Y la Corte Constitucional, honorables Re-
presentantes sigue abierta al diálogo, este es un 
asunto que debe debatirse con toda amplitud, 
aquí no pueden existir fórmulas mágicas, ni fór-
mulas únicas, el tema de suyo reviste enorme 
complejidad.

Por eso usted señor Presidente me dispensa-
rá dados estos precedentes que tal vez tenga que 
tomar un poquito más de tiempo del que han 
usado con gran mesura mis antecesores en este 
estrado, porque entre otras cosas, se han for-
mulado contra la Corte Constitucional distintos 
tipos de acusaciones, que todas se podrían re-
sumir casi  como si estuviéramos asistiendo a 
una especie del desembarco de Normandía, un 
invasor, la Corte Constitucional invade ilegíti-
mamente las competencias del Congreso de la 
República, del Gobierno en lo suyo y desde lue-
go de la Altas Cortes de Justicia.

La Corte usurpa competencias, desestabiliza 
el sistema judicial o el sistema jurídico, actúa 
con cierta arrogancia, pero además los jueces 
que constituyen el Tribunal Constitucional en 
ciertos temas son jueces legos y por lo tanto 
no serían los jueces llamados a resolver ciertas 
cuestiones.

Dado todas estas circunstancias la Corte 
quiere entonces reiterar en esta oportunidad su 
posición respecto del tema central de este deba-
te, porque no nos ocuparemos, señor Ministro, 
de otros temas que incluye la propuesta guber-
namental, como el tema relativo al derecho so-
bre el libre desarrollo de la personalidad y el 
consumo de sustancias psicotrópicos, o incluso 
al de las competencias que en materia de control 
de constitucionalidad sobre actos reformatorios 
de la Constitución también trae la iniciativa 
gubernamental; la Corte Constitucional, señor 

Ministro, respeta la iniciativa del Gobierno en 
esa materia, la Corte no ha tenido oportunidad 
de deliberar sobre ese aspecto y por lo tanto no 
podríamos pronunciarnos, pero dejo registrado 
que respetamos la iniciativa que sobre el parti-
cular ha expresado el Gobierno Nacional.

Nos parece sí, que el punto central es el de la 
procedencia o improcedencia en nuestro mode-
lo constitucional de las tutelas contra sentencias 
judiciales, incluida las sentencias judiciales que 
profieren nuestros más altos jueces, esto es, los 
Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, 
del Consejo de Estado y también de la Sala Ju-
risdiccional Disciplinaria, que es otra Alta Cor-
te, pero que en ocasiones no se menciona.

La Corte, quiere sentar de una vez la premisa 
según la cual, no hay oposición de nuestra parte 
y no ha existido a que se efectúen los ajustes 
o la reglamentación necesaria para hacer más 
preciso y más claro el ámbito de aplicación de 
este importante instrumento de control constitu-
cional, también de las sentencias judiciales.

Solo que estimamos y lo decimos desde este 
momento sin perjuicio a estar muy abiertos al 
diálogo y al debate que aquí comienza en esta 
célula legislativa, a que debía hacerse preferi-
blemente por el camino más amplio y que per-
mite una reglamentación más precisa y más fina 
que sería el ámbito de una Ley Estatutaria y no 
recurrir directamente como dicen los jóvenes de 
hoy, a tocar el disco duro del orden jurídico y 
político del país que es la Constitución Política 
ya bastante reformada, ya harto reformulada.

Creo que hay que mirar lo que el país está 
mirando también, alrededor de una especie de 
manía reformatoria de la Constitución, a ella 
debería acudirse, nos parece a nosotros solo 
como última instancia, cuando no fuera termi-
nantemente posible remediar algunos ajustes si 
a ellos fuera necesarios mediante otros instru-
mentos normativos, pero eso queda a la deci-
sión autónoma y soberana del Congreso de la 
República.

Yo me pregunto, y no me referiré en este 
acápite al proyecto presentado por el Gobierno 
Nacional, sino al que ha presentado el Conse-
jo de Estado, con la coadyuvancia de la Corte 
Suprema de Justicia y del Fiscal General de la 
Nación, registro esas coadyuvancias porque en 
mi corta vida pública, tal vez, muy pocas veces 
se había visto la figura de la coadyuvancia, pero 
bueno, ahora la estamos observando.

En relación con ese proyecto, el Congreso de 
la República, pero también la sociedad, también 
los colombianos deberían de preguntarse y se 
preguntan evidentemente, qué es lo que defien-
den finalmente, el fortalecimiento de la acción 
de tutela y la protección de los derechos funda-
mentales, porque en la exposición de motivos, 
si no me haré largo y dispendioso en la lectu-
ra y en los comunicados de prensa expedidos 
por estas honorables corporaciones judiciales 
siempre se asegura prima facie  de señalar que 
no somos enemigos de la tutela, abogamos por 
sus fortalecimientos, defendemos eso que ya es 
una especie de patrimonio común de todos los 
colombianos la acción de tutela, que no se nos 
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vaya a acusar de querer afectar o menoscabar 
el alcance de ese precioso instrumento a buena 
hora creado por el Constituyente de 1991.

La fórmula propuesta constituye, dice el 
Consejo de Estado en su comunicado, a pro-
pósito de la presentación del acto legislativo, 
una vehemente defensa de la acción de tutela 
que fue concebida por la Asamblea Nacional 
Constituyente de 1991 ya así en sucesivas alu-
siones en la propia exposición de motivos, pero 
a renglón seguido, se hace expresión de lo que 
realmente subyace en el fondo de la presenta-
ción del proyecto y lo digo con el mayor res-
peto, se habla de unas competencias históricas 
de la tradición jurídica del país, de la vocación 
histórica inquebrantable, del carácter de los tri-
bunales supremos, de la legitimidad de las ins-
tituciones de mayor tradición en el país y como 
si eso fuera poco, de la necesaria intangibilidad 
e infalibilidad de sus fallos, incluso en materia 
de derechos constitucionales fundamentales de 
los ciudadanos.

Es decir, que lo que está en el fondo de la 
cuestión honorables Representantes, no es nada 
más ni nada menos que el principio de la exis-
tencia de sentencias judiciales, que son actos de 
autoridad pública, que son ejercicio de la fun-
ción pública como no podían ser otra cosa, pero 
revestidas en suma de una inmunidad constitu-
cional, de inmunidad constitucional porque al 
fin y al cabo la propuesta apunta a que estén 
sustraídas del control constitucional a cargo 
del órgano que la propia Carta Política ha eri-
gido como el órgano de cierre de la jurisdicción 
constitucional.

Para la Corte Constitucional, honorables 
Representantes, lo importante realmente es re-
solver la pregunta que aquí se va a plantear y 
que se están planteando los ciudadanos en la 
calle, hemos recorrido por la actividad acadé-
mica y oficial de la Corte todas las capitales del 
país y las universidades y en todas ellas surge 
nítidamente una pregunta de los ciudadanos y 
ciudadanos de este país, cómo quedarían mejor 
garantizados los derechos fundamentales de los 
ciudadanos frente a eventuales sentencias judi-
ciales, incluidas la de los más altos jueces en las 
que eventualmente pueda subsistir la amenaza o 
vulneración de uno de sus derechos fundamen-
tales, cómo quedarían mejor protegidos esos 
derechos, no cómo se defiende mejor, el statu 
quo, la tradición histórica, el carácter de supre-
mos o no de unos órganos judiciales, yo creo 
que ese sería un tema secundario frente al tema 
fundamental es el que finalmente obliga a las 
mayores y legítimas inquietudes de los propios 
ciudadanos.

Yo celebro que la Corte Suprema de Justicia 
y el Consejo de Estado, reconozcan ahora y de 
manera abierta que la Constitución Política de 
1991 sí permite la tutela contra decisiones judi-
ciales, ese es un apunte de acuerdo bien impor-
tante, y que se reconozca también la competen-
cia de la Corte Constitucional, claro, sin duda 
en el control abstracto de constitucionalidad, 
pero lo que preocupa es que a renglón seguido, 
con una lo digo de manera muy respetuosa, tal 

vez, falta de coherencia, no se le reconoce al 
propio tiempo su competencia constitucional 
como tribunal de constitucionalidad en ma-
teria de derechos fundamentales, como si los 
derechos fundamentales fueren cosa ajena a la 
Constitución, es que la Constitución es una uni-
dad jurídica, política, homogénea e inescindible 
el principio de unidad y armonía de la Consti-
tución y eso demanda en principio lo pensaría 
cualquiera que ese control esté a cargo de un 
solo juez, claro, especializado, legos nos dicen  
a nosotros, advenedizo a temas de tan sofisti-
cada técnica como el Derecho Penal, Laboral, 
Civil, de Familia, o el Contencioso Adminis-
trativo, cuando honorables representantes, es 
que la Constitución Política ella misma definió 
hablando de la composición del Tribunal Cons-
titucional, que este se compone de juristas con 
las distintas especialidades, ¿por qué?, porque 
finalmente los temas objeto de estudio, de exa-
men del Tribunal Constitucional, abarcan todo 
el universo jurídico.

Claro, hoy en día estamos asistiendo a algo 
que entiendo respecto de lo cual puedan existir 
posiciones refractarias, pero es la constitucio-
nalización del derecho, es que no puede haber 
un Derecho Penal aislado y en contravía de los 
parámetros, principios y preceptos constitucio-
nales, ni en Derecho Laboral, ni el de Familia, 
ni el Contencioso Administrativo, todo el orde-
namiento jurídico, debe estar sujeto a la Consti-
tución, al menos si estamos hablando de un Es-
tado Constitucional, donde rige como elemento 
trascendental y neurálgico suyo, el principio de 
la supremacía de la Constitución.

Yo los invito, honorables Representantes a 
un ejercicio muy elemental y muy simple, es 
que hoy en día basta abrir el primer capítulo de 
cualquiera de los códigos en materias jurídicas 
especializadas para encontrar allí cómo esos 
propios códigos comienzan con normas de re-
misión a la propia Constitución Política.

Lo que sí debemos tener claro, honorables 
Representantes, es que con la presentación del 
proyecto de acto legislativo, en la forma y con 
el contenido que lo ha hecho el Consejo de Es-
tado, demuestra que su posición al rechazar en 
muchos casos la procedencia de la tutela contra 
decisiones judiciales, al archivar los expedien-
tes por considerar improcedente esa tutela, con-
tra las Altas Cortes en muchos casos, lamenta-
blemente ha actuado en esos casos de manera 
contraria a la Constitución de 1991, pero tal vez 
de manera muy fiel a la Constitución derogada 
de 1886.

Y lo que queda claro aquí entonces, es que 
si en el criterio de las Altas Cortes Supremas 
de Justicia y el Consejo de Estado, era nece-
sario como parece que así se demuestra con la 
presentación del proyecto de acto legislativo, 
reformar sustancialmente el artículo 86 de la 
Constitución, donde aparece definida la com-
petencia de la Corte Constitucional, es porque 
admiten finalmente que esa competencia que 
ha venido ejerciendo el Tribunal Constitucional 
deviene incuestionable.

El fondo de la cuestión, creo que aquí hay 
asuntos de gran envergadura que el Congreso 
debe meditar y que debe debatir, al respecto de 
los cuales no solo la elite académica, la socie-
dad iniciada en estos temas sino los ciudadanos 
del común advierten con facilidad, el tema fun-
damental es el control de constitucionalidad de 
las decisiones judiciales.

Será que se abona al fortalecimiento de la 
tutela, cuando el órgano de cierre de la jurisdic-
ción constitucional, el Tribunal Constitucional 
para la protección de los derechos fundamenta-
les no, el único claro que es la Corte, viene ve-
dado ya de aprobarse ese proyecto, el camino, 
la posibilidad de revisar sentencias de los otros 
tribunales, en materia de derechos fundamenta-
les, en cuestiones con relevancia constitucional 
si se le quita ese brazo, la mitad de sus compe-
tencias a la Corte Constitucional en materia de 
tutela se estará avanzando y fortaleciendo la ac-
ción de tutela, no, señores representantes, aquí 
se le pretende dar el golpe más certero, debilitar 
en forma cierta e indiscutible la acción de tute-
la en uno de sus campos de mayor aplicación 
como es la tutela contra decisiones judiciales 
que es el control constitucional de las decisio-
nes judiciales.

Aquí se recordaba por el Presidente del Con-
sejo de Estado, que no ha sido ajena a esta dis-
cusión a otros países, eso es cierto, en el caso de 
Italia, España, pero también en Latinoamérica 
en el caso de Ecuador, de Chile y de Venezuela; 
yo creo que hay que reflexionar sobre el tiempo 
de licencia de la Constitución.

Honorables Representantes esta es una Cons-
titución de suyo joven, 15 años en perspectiva 
constitucional es un tiempo todavía demasiado 
breve como para pensar que todas las institu-
ciones ya se han asentado lo suficiente, por eso 
yo creo que el debate es sano y es importante, 
pero lo que no podemos precipitarnos es que sin 
que las instituciones se hayan asentado lo sufi-
ciente traigamos de una vez por todas la tijera y 
comencemos a cortar a retazos instituciones tan 
caras para la protección de los derechos funda-
mentales y de la dignidad humana de todos los 
habitantes del territorio colombiano.

Creo que este tema, como en otros países 
como en el caso de Alemania, como en el caso 
de España, de Italia, tomó su tiempo mientras 
la sociedad y todos los órganos públicos, sin 
excepción finalmente aceptaron que en materia 
constitucional tiene que existir y que no puede 
existir una alternativa distinta que la de un ór-
gano especializado de cierre y ahí entendieron 
claramente que propiciar la existencia de tres 
órganos, o de cuatro órganos de cierre en ma-
teria de interpretación constitucional o de inter-
pretación de los derechos fundamentales de los 
ciudadanos es lo que propicia la mayor insegu-
ridad jurídica.

Como resulta posible al amparo de la propia 
seguridad jurídica, sostener que la difuminación 
de la última interpretación en materia de dere-
chos fundamentales constitucionales, en tantas 
cortes, cuántas cortes existen en el país que pue-
den abonar la seguridad jurídica.
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Hoy, exactamente hoy, podemos decir con 
toda claridad, que sobre muchos temas de de-
rechos fundamentales no hay una posición uni-
ficada de interpretación de esos derechos cons-
titucionales, ni si quiera entre las mismas salas 
de la Corte Suprema de Justicia o secciones del 
Consejo de Estado y el Consejo Superior de la 
judicatura y la Corte Constitucional, honorables 
Representante, difuminar esa competencia de 
cierre en todas las cortes, implica pasar de una 
Constitución a  tres o cuatro constituciones al 
menos en materia de la Carta de derechos fun-
damentales.

Aquí tenemos que ser conscientes de que 
esta discusión tiene un marco necesario para 
el debate y ese marco necesario para el deba-
te no puede ser otro que el valor normativo de 
la Constitución y desde luego también el papel 
que cumple en el Estado Constitucional, un 
Tribunal Constitucional y eso implica en con-
secuencia que debemos partir de dos premisas 
fundamentales, que hoy la Constitución es una 
norma jurídica, le deben obediencia todos los 
operadores jurídicos, todos los servidores públi-
cos sin excepción.

En el Estado Constitucional no puede haber 
un funcionario un servidor público, un servidor 
público por importante, encumbrado que sea 
que esté inmune a la Constitución Política y se-
gundo, que en los sistemas de control constitu-
cional bien sea de control concentrado o mixto, 
el Tribunal Constitucional señoras y señores, es 
el intérprete autorizado de la Constitución.

Si se quiere cambiar el sistema hay que de-
cirlo con franqueza y de manera abierta, no que-
remos que el intérprete autorizado de la Cons-
titución y los derechos fundamentales que es la 
parte quizás más neurálgica, la piedra angular 
de la Constitución, tenga un intérprete autoriza-
do sino cinco intérpretes autorizados y entonces 
tendremos cinco constituciones.

Es que señores y señoras, las trascendentales 
transformaciones que han producido y operado 
en el Derecho Constitucional a partir de la se-
gunda mitad del siglo XX y quizás la más sig-
nificativa entre todas ellas y me refiero al valor 
normativo que se asigna en la Constitución, hay 
que tomarla en cuenta, al tiempo de tomar deci-
siones tan importantes como las que se invita al 
Congreso de la República (...).

Continúa con el uso de la palabra el Jai-
me Córdoba Triviño, Presidente de la Corte 
Constitucional:

Y en esta oportunidad a la Comisión Primera 
de la Cámara, a tomarlas.

El poder vinculante de la Constitución fren-
te a todos los poderes públicos precisamente ha 
conducido a que los diferentes regímenes jurídi-
cos hubieran establecido mecanismos eficaces, 
no simplemente mecanismos formales orien-
tados y ordenados a asegurar el sometimiento 
de todos los poderes públicos a la Constitución 
y en consecuencia, el consiguiente control ju-
dicial de constitucionalidad de todos los actos 
jurídicos, a menos que se diga y se sostenga, 
nadie lo ha hecho y creo que no lo hará, que las 

sentencias judiciales, por ejemplo las de casa-
ción no son actos jurídicos y entonces que no 
estén sometidos a este tipo de control, es que 
nosotros no negamos la bondad de la tesis aquí 
expuesta por la Corte Suprema de Justicia y el 
Consejo de Estado, señor Presidente, en el sen-
tido de que al interior de los procesos judiciales 
claro, deben existir los mecanismos para asegu-
rar la protección efectiva de los derechos fun-
damentales claro, si esa es una misión constitu-
cional e indiscutible e inexcusable de todos los 
jueces de la República es que ese no es el tema 
que está en discusión. Si es que el proceso penal 
tiene juez de garantías, en el proceso penal, in-
terviene el Ministerio Público que por virtud del 
artículo doscientos setenta y siete,  de la Carta 
Política, intervienen a favor de la defensa de los 
derechos y garantías de los objetos procesales, 
pero claro que también hay segundas instancias 
y está el recurso o el derecho de habeas corpus y 
para eso está el recurso de revisión y la casación 
como recurso extraordinario, pero es que ese no 
es el control al que nos estamos refiriendo y es 
el querer suyo de cara al modelo constitucional, 
tengo que decirlo de manera clara, no resulta y 
no resultará jamás suficiente de acuerdo a estos 
principios constitucionales que estamos anali-
zando.

Y ese reconocimiento entonces de esos prin-
cipios básicos implica unas necesarias conse-
cuencias, claro, nuevos paradigmas de interpre-
tación y aplicación de las normas jurídicas, pero 
también, a menos que se quiera renunciar a eso, 
límites eficaces al ejercicio de la función públi-
ca y el límite eficaz por excelencia, honorables 
representantes, son los derechos fundamentales 
de todos cuantos habitamos esta Patria nuestra 
y la incorporación en los sistemas de control 
constitucional ya lo hemos dicho, concentrado 
o mixto, es una característica del modelo cons-
titucional acuñado por el Constituyente de 1991 
y  que responde a una concepción universal del 
Estado Constitucional, es la incorporación de 
una jurisdicción especializada provista eso sí, 
de un recurso especial a través del cual sea po-
sible y debe ser posible someter ante esta juris-
dicción a su estudio cualquier acto de autoridad 
que amenace o lesione los derechos fundamen-
tales.

Lo que no puede permitirse el Congreso de 
la República, nos parece a nosotros, es dar el 
paso a dejar huérfanos de una protección ju-
dicial efectiva, no con una protección judicial 
formal o al interior simplemente de un proceso 
de lo más sagrado para los ciudadanos que son 
sus derechos fundamentales. ¿Será que  ellos 
pregunto yo, implica entonces usurpar las fun-
ciones propias de dichos órganos?, no puede 
implicar ello, yo creo que es bueno recordar y 
recordar de manera suscinta y de manera breve, 
que precisamente por ello en la larga y paciente 
construcción de la jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional en estos quince años, que seño-
res Representantes no han pasado en vano, la 
Corte ya ha señalado y ha tenido oportunidades 
de generar unos criterios, supremamente es-
trictos para que su función no se desborde y no 

termine precisamente desbordada de tal mane-
ra que usurpe la función que le corresponde de 
acuerdo con la propia Constitución.

A la Corte Suprema de Justicia como máxi-
mo órgano de la jurisdicción ordinaria como tri-
bunal de casación que nadie lo discute, la Corte 
Constitucional se siente muy orgullosa también 
de la jurisprudencia que en ciento veinte años 
en materia de casación ha producido la Corte 
Suprema de Justicia, es más, quiero invitarlos a 
ustedes a confrontar como la jurisprudencia en 
control abstracto y control concreto de consti-
tucionalidad a cargo del tribunal constitucional, 
es una jurisprudencia dialogante con las deci-
siones del Consejo de Estado y de la Corte Su-
prema de Justicia en tanto y en cuanto ellas rea-
lizan la unificación de la jurisprudencia y de la 
interpretación del derecho legislado de la ley.

Pero lo único que nosotros señalamos es que 
existe otra materia, que es la de la interpretación 
constitucional y la interpretación de las normas 
de rango constitucional sobre derechos funda-
mentales que nuestro sistema jurídico debe co-
rresponderle al Tribunal Constitucional y por 
eso la Corte no obstante la sentencia muy divi-
dida, quinientos cuarenta y tres del año 92, ha 
venido desde entonces desarrollando de manera 
muy rigurosa, muy estricta, la doctrina de la vía 
de hecho judicial.

Y por qué lo ha hecho, honorables Represen-
tantes, porque a partir de ese fallo que se declaró 
inexequible la regla general de procedencia de 
la tutela contra sentencias judiciales, pero que-
dó abierta la excepción de la vía judicial tam-
bién declaró al propio tiempo inconstituciona-
les las normas que precisamente reglamentaban 
y ajustaban el ejercicio de la jurisdicción cons-
titucional para definir la procedencia de la tutela 
contra decisiones judiciales y la calificación de 
la vía de hecho judicial e incluso el término de 
caducidad.

Entonces la Corte se encuentra con una cir-
cunstancia de una procedencia por vía excep-
cional de la tutela contra sentencias judiciales, 
pero sin los límites de reglamentación que traía 
el Decreto 2591 antes de la decisión tomada por 
la Corte y de manera responsable diría yo, muy 
responsable, entonces la Corte Constitucional 
ha elaborado unos criterios causales, genéricas 
y específicas de procedibilidad de la acción de 
tutela.

Cuando la Corte Constitucional enfrenta una 
revisión de tutela contra decisión judicial, in-
cluida la de las Altas Cortes, no lo hace de una 
manera libre, sin sujeción a unos presupuestos 
muy estrictos, no señoras ni señores la Corte 
ha entendido que esas causales se deben deri-
var precisamente de ese carácter excepcional y 
residual que tiene y que debe tener y que debe 
seguir teniendo la tutela, fundamentalmente la 
tutela contra decisiones judiciales y es la propia 
Corte Constitucional, fíjese por eso señor Mi-
nistro, ahí encontramos una coincidencia con 
el proyecto por usted presentado en el tema de 
los principios fundamentales y cómo la regla-
mentación que ahora propone el Gobierno vie-
ne a ser el resultado de la propia jurisprudencia 
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de la Corte en esta materia, es la propia Corte 
Constitucional la que ha dicho que la cuestión 
que debe discutirse resulte de evidente relevan-
cia constitucional, claro, es la propia Corte que 
se ha autolimitado para decir no, ojo, si hay un 
asunto de interpretación estrictamente legal, de 
aplicación exclusiva del derecho legislado ahí 
no puede entrar la Corte Constitucional, se me-
dirá con razón, señores Magistrados que la Cor-
te Constitucional en algunos casos sí ha tutelado 
sentencias de esos Altos Tribunales acudiendo a 
una interpretación legal y yo tengo que decirle 
que tal vez ustedes tienen razón.

Pero esos son unos casos, poquísimos, claro 
que la Corte Constitucional también se equivo-
ca, al punto que de la propia iniciativa jurispru-
dencial de la Corte Constitucional se ha esta-
blecido un recurso de nulidad contra las propias 
decisiones de tutela, a cargo precisamente de la 
sala plena de la Corte Constitucional, aquí se 
proponen uno de los proyectos en el del Go-
bierno, entiendo que en esta materia sea la sala 
plena la que se ocupe, pero confrontemos las 
estadísticas y encontraremos honorables Repre-
sentantes que la mayoría de tutelas contra sen-
tencias judiciales de las Altas Cortes, son sen-
tencias de unificación, es decir proferidas por 
la sala plena de la Corte Constitucional y otras 
corregidas por ella misma, a través del recurso 
de nulidad por la sala plena de la Corte Consti-
tucional, es que en eso la Corte ya ha avanzado 
en esa materia.

No queremos usurpar las competencias cons-
titucionales, de la Corte Suprema de Justicia, del 
Consejo de Estado de la Sala Jurisdiccional del 
Consejo de Estado; estamos en el esfuerzo deci-
dido y claro de una autorregulación de la propia 
jurisprudencia. Yo quiero más tarde dejar a con-
sideración de la Cámara de Representantes, ho-
norables Representantes, señor Presidente, un 
estudio muy detallado, caso por caso, yo creo 
que esto hay que examinarlo de esa manera, en 
los que la Corte comillas ha tumbado, excús-
enme la expresión, decisiones del Consejo de 
Estado, de la Corte Suprema de Justicia para ver 
por qué causal y por qué motivo y con qué argu-
mentos lo ha hecho, una por una, no son mucho 
por cierto como lo vamos a ver en brevísimos 
minutos.

Y ese estudio nos va a permitir un encuen-
tro como lo propusimos en su momento con el 
Presidente de la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado, para examinar al interior de 
las propias Cortes qué está pasando con la apli-
cación de esta figura y qué remedios podríamos 
encontrarle, pero recibimos un no rotundo al 
diálogo, a la conversación, a la concertación, el 
estudio es muy detallado y creo que ahí la Cá-
mara de Representantes, pero también el país 
puede encontrar las claves de las soluciones 
como creo yo a lo mejor ya ha encontrado al-
gunas el Gobierno en su propuesta que nosotros 
creemos que podían tramitarse por una simple 
ley de carácter estatutario, que tiene además 
una jerarquía muy importante en el orden jurí-
dico colombiano.

Pero si la Corte Constitucional, honorables 
Representantes también ha señalado que para 
que proceda esta tutela, es preciso que se ha-
yan agotado todos los medios ordinarios y ex-
traordinarios de defensa judicial. Hablando de 
pérdidas de investidura que no sabía que estaba 
en la agenda de este proyecto, ni en la segunda 
instancia de los procesos en la sala penal contra 
los honorables Representantes sobre lo cual no 
puedo opinar, parece que es un tema ex novo 
planteado aquí, no diré más sobre el particular, 
pero hablando sobre la pérdida de investidura, 
es claro que la Corte Constitucional ha rechaza-
do las procedencias de tutelas contra esas sen-
tencias judiciales porque no se han cumplido 
los recursos extraordinarios y también frente a 
la Justicia ordinaria porque no se ha interpuesto 
el recurso extraordinario de casación o la acción 
de revisión, que son los últimos recursos posi-
bles para el ciudadano dentro de la jurisdicción 
ordinaria, pero la pregunta que debemos hacer-
nos todos y qué pasa incluso cuando agotados 
esos recursos puede existir la posibilidad re-
mota, porque tengo que dar fe aquí, honorables 
Representantes, en la casi totalidad de los casos 
y todos los jueces de la República honran su 
función, casi la totalidad de las sentencias pro-
feridas por la Corte Suprema, por el Consejo de 
Estado, por la sala jurisdiccional del Consejo 
Superior de la judicatura, son sentencias profe-
ridas en derecho, juiciosas, respetuosas de los 
derechos fundamentales.

Pero honorables Representantes, la circuns-
tancia de que solo pueda existir en el estado 
constitucional una sola sentencia sin recurso ni 
alternativa distinta que pueda lesionar o vulne-
rar los derechos fundamentales de un ciudadano 
ya inerme en esas circunstancias tiene que jus-
tificar que él pueda disponer de un recurso judi-
cial efectivo para la protección de ese derecho 
fundamental; por cierto como lo establece el ar-
tículo 25 de la Convención Americana sobre los 
derechos humanos y las opiniones consultivas 
de la Corte Interamericana de derechos funda-
mentales y eso explica porque en algunos casos 
cuando los ciudadanos se les han cerrado todas 
las puertas, para el reclamo de la protección de 
un derecho fundamental estos ciudadanos en-
tonces han tenido que recurrir a la jurisdicción 
internacional, honorables Representantes están 
radicados varios asuntos, varios casos ante la 
jurisdicción interamericana de derechos hu-
manos, porque la queja de esos ciudadanos es 
que se les cerró el círculo de protección de sus 
derechos fundamentales en las instancias inter-
nas de los Tribunales Colombianos, Colombia 
no puede permitir estos asuntos que podemos 
resolverlos y debemos resolverlos internamente 
que nos los resuelva una Corte Internacional de 
Justicia, pero ya hay algunos allá que se están 
tramitando.

Que las sentencias de la Corte Suprema y del 
Consejo de Estado, quedan en una interinidad, 
que eso afecta la cosa juzgada, pero si la pro-
pia Corte Constitucional es la que ha señalado 
después de que se declaró inconstitucional el 
término de caducidad, una paciente jurispru-

dencia sobre lo que se llama la inmediatez, es 
decir la propia Corte ha exigido que la tutela 
contra decisiones judiciales se presente en tér-
minos razonables y oportunos, que no queden 
al infinitum esa posibilidad de interponer la ac-
ción de tutela. La Corte Constitucional también 
ha señalado que cuando se trate de una irregu-
laridad procesal, esa irregularidad procesal sea 
determinante y posesiva en la sentencia que 
afecta los derechos fundamentales del actor, no 
es cualquier irregularidad procesal  la que va 
a constituir la vía de hecho, que el actor debe 
identificar los hechos, los derechos vulnerados, 
que el actor y en eso hay una coincidencia señor 
Ministro con la percepción del Gobierno, que 
el actor haya abogado en el proceso respectivo 
ese derecho cuando le haya sido posible, es que 
la misma Corte Constitucional ha señalado que 
en esto no puede haber cartas guardadas, es que 
a mi, no me notificaron una decisión clave para 
el derecho de defensa y ocultó y no alegó esas 
circunstancias pudiéndola haber alegado y lue-
go recurro ante el juez constitucional en tutela, 
no, la Corte ha rechazado esa posibilidad, ese 
derecho o esa posible vulneración o lesión al 
derecho fundamental la Corte ha exigido que se 
alegue dentro del respectivo proceso.

Pero si el tema que mayormente preocupa 
es el tema de fondo, es la propia Corte Consti-
tucional la que ha desarrollado toda una fuente 
de causales específicas de los llamados vicios 
o defectos, es que para la Corte Constitucional 
la tutela contra una decisión de la Corte Supre-
ma y del Consejo de Estado no procede por una 
actitud caprichosa, o por una visión distinta, 
o por una interpretación simplemente diversa 
del Tribunal Constitucional, no, lo ha hecho a 
través de una estructura de una jurisprudencia 
muy elaborada sobre defectos o vicios, que el 
juez, en este caso un Alta Corte, pudo actuar 
sin competencia para definir un asunto, la Corte 
Suprema no era el juez competente, será que no 
cabe esa posibilidad en el derecho, que nunca 
en Colombia un juez ha actuado sin competen-
cia, pues la Corte lo ha llamado es un defecto 
orgánico, o cuando el juez actúa completamente 
al margen del procedimiento establecido, siguió 
un proceso la Corte Suprema y el Consejo de 
Estado, distinto al que le corresponde de acuer-
do al ordenamiento jurídico, o cuando el juez 
carece por completo de apoyo probatorio, que 
es distinto, tengo que advertir ahí eso, que el 
juez no se haya apoyado en ninguna prueba, 
que haya tomado una decisión judicial sin prue-
ba ninguna que lo justifique, a que el juez cons-
titucional discuta la valoración probatoria que 
legítimamente le corresponde al juez ordinario.

Una cosa es muy distinta a la otra, cuando 
se decide con base en normas inexistentes, de-
rogadas, declaradas inconstitucionales, pues ese 
es un defecto manifiesto, esa es una vía de he-
cho y bien lo decía el doctor Jaime Arrubla, en 
representación de la Corte Suprema de Justicia, 
es que cuando hay una vía de hecho como éstas, 
no hay sentencia, una sentencia con un vicio de 
estos no puede ser una sentencia, así sea, de una 
de las más altas, respetables e históricas Cortes 
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del País, que la Corte Constitucional ha cometi-
do errores y que en ocasión ha tutelado valoran-
do la prueba, haciendo su propia valoración o 
interpretando el derecho legal, el alcance de una 
norma legal que no le corresponde, honorables 
Representantes es probable que lo haya sido, y 
eso exigirá unos ajustes, hacer más estrictas las 
causales, pensar mejor en los controles, incluso 
para la propia Corte Constitucional, pero como 
lo decía el profesor Matías Jervinem de la Uni-
versidad de Bon, una cosa es plantearse la críti-
ca de la institución y otra es tomarse por asalto 
la institución cuando esta está fallando.

Que tal que la Corte Constitucional viniera a 
esta célula legislativa, a proponer que se acabe 
el recurso extraordinario de casación, porque en 
veinte o treinta casos han podido existir equi-
vocaciones evidentes, no, tal vez tengamos que 
hacer menos estricta la casación, menos elitista, 
más flexible para el ciudadano; que tal si no-
sotros viniéramos con el argumento dicho por 
un antiguo miembro de la propia Corte Supre-
ma de Justicia, en el sentido de que en casación 
penal, honorables representantes, tuvieron que 
pasar trece años desde la expedición de la Cons-
titución 91 y del Código de Procedimiento Pe-
nal del mismo año, que consagraba la facultad 
para que en Agosto de 2004, la sala de la Corte 
Suprema de Justicia aceptara proteger de oficio 
y con prescindencia de la demanda un derecho 
fundamental cuya violación era ostensible.

No lo estoy diciendo yo, lo dice una perso-
na que trabajó en la Corte Suprema de Justicia, 
trece años, que la sala penal de la Corte se negó 
a amparar, a proteger un derecho bajo un pre-
supuesto de carácter simplemente formal, un 
requisito de la ritualidad propia del recurso de 
casación y yo celebro que ahora, la Corte Su-
prema tenga una jurisprudencia distinta, pero 
esto no justifica un argumento de estos, que 
propongamos que la casación debe salir de la 
Corte Suprema de Justicia, no que se mantenga, 
examinemos qué puntos hay que corregir y lo 
haremos de manera muy clara.

Este es un tema de gran magnitud, que pro-
duce una gran desestabilización en el orden ju-
dicial y jurídico honorables representantes, ten-
drán ustedes en sus manos la estadística sobre 
la tutela contra decisiones judiciales contra las 
Altas Cortes, solo quiero darles una cifra, para 
no agotarlos, el 99.22%, óigase bien, el 99.22% 
de tutelas contra la Corte Suprema y el Consejo 
de Estado, han sido negadas por la propia Corte 
Constitucional solo el 0.7% han prosperado.

Estamos hablando del gran tema, de un tema 
de gran magnitud que amenaza con socavar 
los cimientos del orden jurídico democrático, 
me parece que no, claro, la Corte Suprema y el 
Consejo de Estado, nos han reconvenido en ese 
argumento y nos dicen no, el problema no es 
de cifras, el problema en cualitativo, basta con 
que haya habido una sentencia de esas en las 
que haya habido un error, o una que sea muy 
trascendental para que se justifique la reforma, 
igualmente diremos nosotros, basta una sen-
tencia de la Corte Suprema o del Consejo de 
Estado, en que se incurra en una vía de hecho 

manifiesta para que se justifique la permanencia 
del sistema.

Pero hemos ofrecido el estudio pormenori-
zado caso por caso, para que en una mesa de 
diálogo fraternal, cercana, con nuestros colegas 
de la Corte Suprema, el Consejo de Estado, el 
Consejo Superior, los examinemos paciente-
mente y ojalá de nuestro propio seno pudiéra-
mos ofrecerle al Congreso de la República y 
al país, una solución que no parta de verdades 
incuestionables.

Me haría, señor Presidente, terriblemente 
largo y tedioso si sigo con toda esta argumenta-
ción, yo no sé si como lo han anunciado mis co-
legas de la Corte Suprema y del Consejo de Es-
tado, también tenga que reservarme para otras 
intervenciones ya en el curso de los debates, lo 
haremos seguramente, no estamos tan seguros, 
esta intervención es una simple constancia de 
lo que piensa la Corte Constitucional sobre la 
materia, con una reflexión final, dicho por al-
guna ocasión por un ex Presidente de la propia 
Corte; En un país donde se destruye tanto, en 
un país donde nos cuesta tanto construir lo que 
pacientemente se ha construido en quince años 
alrededor de la cimera figura de la tutela (...).

Continúa con el uso de la palabra el Jai-
me Córdoba Triviño, Presidente de la Corte 
Constitucional:

Tenemos que mantenerla, no podemos debi-
litarla y no podemos debilitarla menos con argu-
mentos que dicen que la favorece, pero creo que 
como ha quedado aquí claramente demostrado, 
le asentan el golpe más duro a esa institución.

La Corte señor Presidente, estará muy atenta 
a sus invitaciones. Muchas gracias.

La Presidencia concede el uso de la pala-
bra al doctor José Alfredo Escobar Araujo, 
Presidente Consejo Superior de la Judica-
tura:

Doctor Tarquino Pacheco, Presidente de la 
Comisión Primera Constitucional de la Cámara 
de Representantes, señores miembros de esta 
importante Comisión Primera, señor doctor 
Carlos Holguín Sardi, Ministro del Interior y 
de Justicia, doctor Mauricio González secreta-
rio jurídico de la Presidencia de la República, 
señores Presidentes de las Altas Cortes, señores 
Magistrados, señoras y señores.

El Consejo Superior de la Judicatura, ob-
viamente se encuentra muy interesado, yo diría 
vivamente interesado en este Proyecto de Acto 
Legislativo como quiera que tiene que ver con 
el futuro de la administración de Justicia en 
Colombia y obviamente vamos a dejar sentada 
nuestra posición, no sin antes advertir que des-
de la Presidencia de la comisión interinstitucio-
nal de la rama judicial, hemos adelantado todos 
los esfuerzos para que se logre un consenso al 
interior de las Altas Cortes y para que de esta 
manera hubiera sido posible la presentación de 
una iniciativa legislativa, por consenso, en ar-
monía que sirviera para superar el conflicto que 
se presenta entre las altas corporaciones de jus-
ticia, particularmente en el tema de tutela contra  
sentencias o decisiones judiciales.

Sentado lo anterior, debo expresar de una ma-
nera clara y categórica que el Consejo Superior 
de la Judicatura, no es partidario de reformar o 
reglamentar la tutela contra sentencias judicia-
les vía la presentación de un  proyecto de refor-
ma constitucional; es decir, en nuestro modo de 
ver los dos proyectos que se encuentran a consi-
deración del Congreso de la República, son an-
titécnicos desde el punto de vista parlamentario 
y además en una Constitución que prácticamen-
te duplica en artículos la Constitución del 86, 
que va mucho más allá de la enunciación de los 
principios, derechos y deberes aún de los ciuda-
danos resulta quizás desafortunado que se ac-
cione mediante un acto legislativo y se coloque 
en funcionamiento todo el trabajo legislativo 
para reglamentar un tema que por su naturaleza 
debe ser sujeto de una Ley Estatutaria.

Así las cosas yo anuncio que en las horas 
de la tarde del día en mi calidad de Presidente 
del Consejo Superior de la Judicatura, radicaré 
un proyecto en la secretaría general del Sena-
do, que pretende reglamentar la tutela vía ese 
mecanismo que es el idóneo desde el punto de 
vista de técnica legislativa, repito vía la presen-
tación de una Ley Estatutaria, un proyecto de 
Ley Estatutaria.

Sentado lo anterior y obviamente como lo 
han hecho los demás presidentes de las Altas 
Cortes, la importancia que reviste la acción de 
tutela en el escenario nacional, prácticamente 
diríamos que el pueblo colombiano considera 
que esta es la manera más expedita de acceder 
a la administración de justicia, como quiera que 
la mayoría de los procesos se vuelven dilatados, 
bien sea por la acción de los mismos abogados 
litigantes o aún mismo la ritualidad que esta-
blece cada uno de los códigos de procedimiento 
y entonces apartándonos de las reformas cons-
titucionales que pretenden modificar de una u 
otra manera el ejercicio de la tutela, nosotros 
hemos considerado que ese proyecto de Ley 
Estatutaria sería suficiente como lo ha sido has-
ta ahora, mediante por ejemplo, la expedición 
de decretos por parte del Gobierno Nacional el 
funcionamiento de este mecanismo de orden 
constitucional.

El Consejo Superior de la Judicatura también 
declara y acepta que en la práctica los hechos 
que se están presentando son inconvenientes, 
han generado conflictos entre las altas corpo-
raciones judiciales, lo que se denomina por los 
medios de comunicación el choque de trenes y 
esto realmente crea inseguridad jurídica y ob-
viamente en mi caso particular, además como 
Magistrado de la Sala Administrativa del Con-
sejo Superior de la Judicatura, lo que nos intere-
sa es preservar y garantizar la seguridad jurídica 
y obviamente los efectos de la cosa juzgada en 
las decisiones judiciales.

En este orden de ideas consideramos que 
con la propuesta que estará a disposición obvia-
mente de los miembros de la Comisión Primera, 
nosotros pretendemos regular el tema relativo 
a la procedencia de la acción misma en contra 
de las decisiones judiciales, procurando abarcar 
también aquellos vicios que la jurisprudencia 
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ha dado en denominar como efectos constitu-
tivos de vías de hecho; eso sí siendo rigurosos, 
yo diría que el proyecto en esto es rigurosísimo 
en la  necesidad de adelantar el cuestionamiento 
de los mismos, en un plazo razonable, ahí com-
partimos la posición del Gobierno Nacional en 
establecer un término de caducidad a la acción 
de tutela.

De suerte que además no se borre de un plu-
mazo el principio de la seguridad jurídica que 
obviamente yo sé que está interesado en preser-
var el Congreso de la República. Ahora bien, 
en tratándose de corporaciones límite de las dis-
tintas jurisdicciones, pues vuelve el análisis que 
hemos adelantado en la Sala Plena del Consejo 
Superior en varias sesiones, hemos llegado a la 
conclusión de que el examen de constituciona-
lidad de los derechos fundamentales, se ade-
lante por la propia colegiatura cuestionada en 
sus dos instancias y exigiendo que su revisión, 
obviamente la adelante la Corte Constitucional 
recogiendo también la propuesta del gobierno 
de que en todos los casos sea en la Sala Plena de 
esa Alta Corporación.

Además estableciendo un mecanismo, en 
virtud del cual los Presidentes de las Altas Cor-
tes puedan insistir en la selección para la revi-
sión de las tutelas excluidas por la Corte Cons-
titucional, en la eventual revisión que le corres-
ponde.

Así las cosas, tengo en mi poder el proyec-
to ya de Ley Estatutaria, por la cual el Consejo 
Superior propone que se reglamente la acción 
de tutela, desarrollando los artículos 86 y 152 
de la Constitución Política; considerando de 
esta manera que le hacemos un aporte a la ad-
ministración de Justicia en Colombia, no sola-
mente desde el punto de vista del rigor con la 
cual también el Congreso deberá ocuparse del 
mecanismo legislativo que corresponde y que  
es técnico en esta clase de asuntos, sino también 
en cuanto a la solución efectiva del problema 
que se plantea.

Pero además una Ley Estatutaria no sola-
mente tiene una categoría superior, reconocida 
en nuestro reglamento jurídico, sino que tam-
bién es posible tramitarla durante cuatro deba-
tes, con lo cual este problema se podría solucio-
nar en un periodo de tiempo obviamente más 
corto que el que demanda la expedición de un 
acto legislativo, es decir vía la Reforma Consti-
tucional. Nosotros después de haber hecho ese 
estudio, realmente consideramos que no existe 
ningún argumento para desgastar al Congreso 
incluso en una Reforma Constitucional, cuando 
lo expedito, insisto, es adelantar este estudio y 
solucionar este problema vía el mecanismo de 
la Ley Estatutaria.

De todas maneras el proyecto que se presenta 
y voy a ser breve porque además entiendo que 
tenemos el tiempo  limitado. En primer lugar 
pretende deducir en derecho positivo los avan-
ces jurisprudenciales que consideramos son 
realmente importantes en materia del espectro 
de la acción de tutela que obviamente en un país 
en vía de desarrollo como el nuestro, en donde 
por lo demás la desigualdad constituye lamen-

tablemente una realidad social, donde el índice 
de pobreza  alcanza más del 60%; allí en un país 
como este es donde los denominados derechos 
prestacionales o de segunda generación, se en-
cuentran estrechamente ligados con los derechos  
a la vida, a la libertad, a la dignidad humana, al 
punto que en la medida que sean afectados por 
aquellos esa afectación trasciende de una mane-
ra definitiva a estos de manera inevitable, para 
la mayor parte de los colombianos.

En segundo lugar y como aspecto no menos 
importante, se ha regulado en el proyecto el 
tema relativo a la procedencia de la acción de 
tutela contra decisiones judiciales, procurando 
abarcar aquellos vicios que la jurisprudencia ha 
dado en denominar, como defectos constituti-
vos de vías de hecho eso sí siendo estrictos en 
la necesidad de adelantar el cuestionamiento de 
los mismos en un plazo razonable que es lo que 
realmente le da efectividad a la tutela; de suerte 
que no se borre el principio de seguridad jurídi-
ca y que además permita que en tratándose de 
decisiones de las corporaciones límites de las 
distintas jurisdicciones, el examen de consti-
tucionalidad y fundamental, se adelante por la 
propia  colegislatura cuestionado en sus instan-
cias y exigiendo eso sí, que su revisión por parte 
de la Corte Constitucional como ya lo dije, se 
lleve a cabo en la Sala Plena.

Además introduciendo un mecanismo que le 
permitiría a los Presidentes de las Altas Cortes 
que hoy por hoy no existe, de que puedan insis-
tir en la revisión para selección de la revisión 
de las tutelas excluidas en la Corte Constitucio-
nal, en cuanto a las decisiones que les atañen 
de manera particular dando la misma iniciativa 
que hoy por hoy no la tiene al señor Procura-
dor General de la Nación, aun cuando el señor 
Defensor del Pueblo sí sabemos que tiene esta 
facultad de insistencia, pero siendo el Procura-
dor el jefe del Ministerio Público, creemos que 
el Procurador, podría tener esa capacidad de in-
sistir también como lo harían los Presidentes de 
las Altas Cortes.

Valga destacar algunos vicios que hoy por 
hoy se registran y que se pretenden corregir con 
el  proyecto, y son aquellos que propugnan por 
el respeto del precedente judicial, tanto de las 
sentencias de la Corte Constitucional en materia 
de derechos fundamentales, como en las demás 
áreas del derecho por parte de todos los jueces 
independientemente de su jerarquía, quienes 
para apartarse de sus propias decisiones como 
de las del juez límite en las distintas jurisdiccio-
nes debe hacerlo de manera motivada en guarda 
del derecho fundamental a la igualdad y de los 
principios de seguridad jurídica y de confianza 
legítima.

Se pretende de otra parte dejar sentado, que 
la revisión de las sentencias de tutela por la 
Corte Constitucional, finiquita definitivamente 
el asunto, la única manera de solucionar el cho-
que de trenes es dejar en cabeza de la corpora-
ción el cierre del límite y en esa materia noso-
tros nos inclinaríamos, porque en tratándose de 
derechos fundamentales esa Corte Límite deja 
fuera a la Corte Constitucional, sin perjuicio de 

haber elevado a norma el instituto de creación 
jurisprudencial de la nulidad de los fallos de las 
Salas de revisión por violación al debido pro-
ceso, siendo importante destacar que se han es-
tablecido los criterios puramente objetivos, de 
selección de providencias de revisión, al paso 
que además en el proyecto se establece un breve 
término para que la Corte Constitucional tam-
bién publique sus sentencias de su publicación 
y ha habido casos en que la demora ha origina-
do problemas realmente serios, desde el punto 
de vista ante la administración pública; como 
ocurrió por ejemplo en el caso de la Goberna-
ción de Córdoba, donde no obstante de haber 
tomado una decisión la Corte Constitucional, el 
hecho de no haberla publicado a tiempo llevó a 
que el Gobierno Nacional convocara a eleccio-
nes y por esa vía se eligió un gobernador en ese 
departamento, y ya todos nosotros y la opinión 
pública conoce los inconvenientes que eso ha 
traído desde el punto de vista de la administra-
ción del Estado.

Así que nosotros creemos que debe ser una 
publicación oportuna, expedita en tiempo, por-
que la publicación tardía de esas sentencias en 
algunos casos como ya lo dije, ha generado caos 
de cara también a la incertidumbre que en oca-
siones se ha generado sobre las motivaciones 
y el exacto entendimiento de lo resuelto, como 
ocurrió también relativamente corto cuando un 
Magistrado de la Corte Constitucional precisó 
algunas observaciones sobre una decisión que 
obviamente llamó la atención de la opinión pú-
blica.

Entonces yo creo que estos ajustes son nece-
sarios hacerlos y por eso lo proponemos en ese 
proyecto de Ley Estatutaria, pero además ahí 
también regulamos de manera clara el trámite y 
las consecuencias del desacato de un fallo o de 
una sentencia, y establecemos allí la reglamen-
tación sobre la figura de la reincidencia con sus 
respectivas sanciones al paso que se deja sen-
tado que se trata de un asunto diverso al cum-
plimiento mismo de la sentencia, que es desde 
luego el tema de la mayor importancia.

Digamos que en todo caso hemos tenido 
en este proyecto una vocación integradora, se 
han llenado algunos vacíos procesales y se ha 
ajustado el texto del proyecto de Ley Estatu-
taria; primero tomando todos los decretos que 
reglamentan la tutela y segundo, prescindien-
do de aquellos artículos y de aquellos apartes 
normativos que fueron objeto de declaratoria de 
inexequibilidad.

Creemos que de esta forma avanzamos y 
contribuimos, en el propósito del perfeccio-
namiento del orden jurídico en un tema de la 
mayor sensibilidad social, como es el tema de 
la tutela; pero sí llamamos la atención de la Co-
misión Primera Constitucional de la Cámara de 
Representantes, en cuanto a que el mecanismo 
que debe emplearse para una reglamentación de 
esta naturaleza es una Ley Estatutaria que no 
una reforma de orden constitucional.

La verdad es que sería antitécnico desde el 
punto de vista de las estructuras de las Cons-
tituciones de los países más avanzados en esta 
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materia, no se concibe que se reglamente una 
figura como esta vía la Constitución, sino que 
para eso está la Ley Estatutaria y nosotros con-
sideramos, que un tema como el de la tutela que 
ha sido reconocida por buena parte de las fuer-
zas vivas del país y por el común de los colom-
bianos, como una de las mayores conquistas lo-
gradas en la Constitución del 91, prácticamente 
se erigió en un paradigma de lo que representa 
un proceso judicial breve y oportuno, no puede 
estar sometido a un trámite primero dilatado y 
a que la figura en sí misma se coloque en entre-
dicho ante la comunidad, cuando por una Ley 
Estatutaria en cuatro debates, el Congreso de la 
República puede dejar resuelto este tema.

Así que señor Presidente, mil gracias por la 
oportunidad que le ha dado al Consejo Superior 
de la Judicatura de aportar estos elementos al 
debate, creemos que no se trata obviamente de 
torpedear las iniciativas del Consejo de Estado 
o de la Corte Suprema de Justicia, ni tampoco 
del Gobierno Nacional en esta materia; sino que 
en honor a la verdad nosotros creemos que esto 
es lo que jurídicamente corresponde y por eso 
así presentaremos este proyecto en las horas de 
la tarde en la Secretaría General del Senado de 
la República, para su trámite correspondiente. 
Mil gracias.

La Presidencia concede el uso de la pala-
bra al doctor Mauricio González, Secretario 
Jurídico de la Presidencia de la República:

Señor Presidente de la Comisión de la Cáma-
ra de Representantes, igualmente a los miem-
bros de la Mesa Directiva, a la señora y señores 
Representantes a la Cámara integrantes de la 
Comisión Primera, reiterados agradecimientos; 
estimados Presidentes de la Corte Suprema de 
Justicia, Corte Constitucional, Consejo de Es-
tado y Consejo Superior de la Judicatura, dis-
tinguidos Magistrados, miembros de organiza-
ciones sociales, académicas, centros de inves-
tigación.

En primer término quiero expresar reco-
giendo las palabras del Presidente de la Co-
misión que como lo ha expresado el doctor 
Holguín, Ministro del Interior y de Justicia, la 
posición del Gobierno Nacional, él como vo-
cero suyo en este tema ante el Congreso, ha 
sido el de buscar a través de un proyecto de 
reforma constitucional, un equilibrio entre las 
diferentes posiciones que se han venido des-
plegando durante los últimos años en el país en 
materia de competencias, atribuciones de las 
Altas Cortes y procedencias de instituciones 
como la tutela contra sentencia y la revisión a 
cargo de la Corte Constitucional.

El Ministro del Interior y de Justicia, expre-
saba que el gobierno ha intentado buscar ese 
consenso en otras ocasiones y en otros estadios, 
ha invitado a las cabezas del poder judicial, 
para que le entreguen al país de ser posible un 
estatuto unificado que refleje sus acuerdos fun-
damentales, y en última instancia ha decidido 
a través de su vocero el Ministro, presentar el 
proyecto que ustedes tienen a consideración. 
Una vez agotadas, diríase, las posibilidades de 

obtener de otra manera ese acuerdo básico de 
rango constitucional.

Quiero hacer una presentación muy breve 
sobre estos aspectos, desde una perspectiva del 
ciudadano que es un sesgo que suelo tener fren-
te a los temas de la administración, destacando 
como lo que se ha denominado choque de tre-
nes, además de representar una suerte de infor-
tunio institucional, afecta al ciudadano en sus 
posibilidades de obtener certezas o decisiones 
razonablemente ciertas frente a las pretensiones 
en los diferentes órdenes frente a la vulneración 
de sus derechos fundamentales.

Esta perplejidad ciudadana también acom-
pañada de una situación bastante compleja de 
funcionarios públicos que en un momento dado 
no saben qué decisión judicial atender frente 
a problemas concretos planteados ante  la ju-
risdicción y también alcanza hoy incluso a ro-
dear de esta misma especie de perplejidad a los 
miembros del (…).

Continúa con el uso de la palabra el doc-
tor Mauricio González – Secretario Jurídico 
de la Presidencia de la República:

Congreso de la República, específicamente 
de la Comisión de Acusaciones de la Cámara 
de Representantes, quienes frente a cuestio-
namientos cruzados que  las Altas Cortes han 
elevado ante su Juez Natural, han expresado 
frente a posiciones divergentes que una y otra 
interpretación de una y otra Alta Corte, consti-
tuyen una forma razonable de aproximación a 
la norma jurídica, descartando en consecuencia 
que alguno de ellos haya estado incurso en pre-
varicatos, en desacatos o en formas ilícitas de 
desempeño de sus funciones judiciales  en hora 
buena.

Finalmente también desde la perspectiva del 
ciudadano inquieto ante el desasosiego de sus 
Altas Cortes frente a este tema, de los jueces 
naturales de los Magistrados de Altas Cortes, 
agrego una preocupación adicional y es la po-
sibilidad de que sean instancias internacionales 
las que a falta de un acuerdo claro en el orden 
jurídico interno entren a definir las controver-
sias de competencias entre organismos del po-
der judicial mediante decisiones por ejemplo, 
de la Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos u otra mediación de tipo internacional que 
no por tratarse de esta instancia supranacional 
debe desestimarse, por el contrario, pero sí es 
recomendable que las propias autoridades pú-
blicas sean las que resuelvan estos conflictos sin 
que las jurisdicciones internacionales de carác-
ter subsidiario puedan hacerlo por faltas u omi-
siones nuestras.

En la búsqueda del equilibrio frente a las 
demandas y pretensiones que han formulado 
diversos sectores de la academia y que han aco-
gido desde diversos puntos de vista los dignata-
rios de las Altas Cortes en el día de hoy; debe 
el Gobierno Nacional como lo ha expresado en 
la exposición de motivos el Ministro, ratificar 
el compromiso del Presidente de la República 
y de todo su equipo de gobierno con la protec-
ción judicial efectiva y pronta de los derechos 
fundamentales.   

Si algo incorporó de valioso la Constitución 
de 1991 fue justamente la acción de tutela, aquí 
solemos decir que el Estado Social de Derecho 
se inauguró a comienzos de la década postrera 
del siglo XX, olvidando que hubo unos desa-
rrollos muy interesantes en la reforma constitu-
cional del 36, pero lo que sí es incuestionable es 
que la vinculación efectiva de la rama judicial, 
de los jueces, de la función jurisdiccional a la 
protección efectiva de los derechos fundamen-
tales, tiene en la expedición de la Carta del 91 
un hito fundamental.

Este compromiso que ratifica el gobierno en 
todos los foros, donde haya sido convocado, se 
extiende como lo ha dicho el Presidente de la 
República a la tutela de derechos económicos 
y sociales por esta vía mediante la figura de co-
nexidad, que también deberá ser en su momen-
to regulada, entiendo que estos, los derechos de 
contenido prestacional, sociales, económicos, 
pensionales, en fin; pueden ser objeto de una 
vulneración que implique la afectación de un 
derecho fundamental y en consecuencia sean 
resueltos vía acción de tutela.

Y satisfactoriamente se registra que frente a 
este punto hay un consenso básico entre los dig-
natarios de la rama judicial y supondría yo de  la 
Cámara de Representantes y del Congreso de la 
República en su conjunto; no veo que haya unas 
posiciones radicales enfrentadas sobre la exis-
tencia o no de la acción de tutela, sobre su efica-
cia como instrumento judicial de protección de 
los derechos fundamentales y sobre su vigencia 
en el orden constitucional y en el orden público 
interno.

De este modo debemos hacer un esfuerzo por 
situar este debate en el ámbito que le correspon-
de, es decir, diferentes escuelas que interpretan 
y diseñan mecanismos de protección judicial, 
prontas y eficaces a los derechos fundamentales 
y no un enfrentamiento entre escuelas que pro-
pugnan por la existencia de esos mecanismos, 
frente a otras que propugnan por su abolición.

De allí que resulten pertinentes las referen-
cias que ha hecho la Corte Suprema de Justi-
cia en cabeza de Jaime Arrubla, hoy su vocero, 
como las que reiteradamente ha hecho el Pre-
sidente de la Corte Suprema el doctor Yesid 
Ramírez, Presidente del Consejo de Estado el 
doctor Ramiro Saavedra, sobre el compromiso 
de las Altas Cortes con la acción de tutela y la 
protección judicial pronta y eficaz de los dere-
chos fundamentales.

El punto para el gobierno, para el proyecto 
que ha presentado el Ministerio del Interior y de 
Justicia, es el de cómo buscar en ese marco de 
fortalecimiento de la protección judicial pronta 
y efectiva de los derechos, un equilibrio entre 
las posiciones sin llegar por supuesto a posturas 
eclécticas que nieguen la utilidad de este ejer-
cicio; en primer término ratifica el proyecto del 
Gobierno la procedencia de tutela contra sen-
tencias judiciales, ¿por qué?

Fundamentalmente como un desarrollo del 
actual artículo 86 de la Constitución, que ex-
presa que la vulneración de los derechos funda-
mentales pueda darse por la acción u omisión de 
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cualquier autoridad pública, autoridad pública 
que no solo se contrae a la autoridad adminis-
trativa, sino también a la autoridad judicial por 
ejemplo y que esta procede frente a la totalidad 
de todo el proceder frente a todas las decisio-
nes, incluidas las de las Altas Cortes y no solo 
limitada a aquellas que producen las instancias 
colegiadas o los jueces inferiores, ¿por qué?

Porque la vulneración de un derecho funda-
mental, es reivindicable frente a todas las auto-
ridades del Estado, de todos los rangos, de todas 
las jerarquías y este es un principio fundamental 
del que parte el proyecto del gobierno, para el 
desarrollo normativo de la propuesta.

En segundo término, la revisión de la Corte 
Constitucional, la razón, la fundamentación que 
ha querido darle el gobierno a este proyecto en 
este punto, es sencillamente el carácter de guar-
da de la supremacía de la Constitución, que no 
solo la Carta en un artículo determinado sino 
toda la estructura de la Constitución del 91, le 
ha conferido a la Corte Constitucional.

Me pregunto ¿si sería recomendable, dada 
esa realidad del ordenamiento máximo positivo 
en Colombia excluir a la Corte Constitucional, 
de la interpretación de las normas relativas a 
derechos fundamentales frente a decisiones ju-
diciales?, ¿no estaríamos quebrando un princi-
pio de coherencia orgánica de la Constitución 
Política de Colombia en este punto?

No, porque la Corte sea la instancia más 
idónea para hacerlo por encima de las otras 
Cortes, nosotros en Colombia tenemos ventu-
rosamente unas instancias judiciales de la más 
alta calidad y calificación técnica jurídica, pero 
debe corresponderle a algún órgano, a alguna 
instancia ¿cuál es el guardián de la supremacía 
de la Constitución?, esta atribución de manera 
clara y expresa para así superar las discrepan-
cias de interpretación que conducen al que se 
ha denominado choque de trenes, porque si algo 
debe tener este proyecto de reforma, es gozar 
de eficacia, es decir que en efecto logre superar 
a través de la decisión que adopta el Congreso 
de la República estos conflictos que han gene-
rado tales situaciones del acceso ciudadano a la 
Justicia.

Adicionalmente, el proyecto que el Ministro 
Holguín ha presentado al Congreso de la Repú-
blica, quiere realizar unos principios básicos y 
caros para el derecho al acceso del ciudadano a 
la Justicia. En primer término, el de la seguridad 
jurídica, mediante la figura de la caducidad tan-
to pues fundamentalmente de la acción de tutela 
frente a las decisiones judiciales, como de un 
término de oportunidad para el ejercicio de la 
selección de revisión que hiciere eventualmente 
la Corte Constitucional en relación con fallos de 
tutela sobre sentencias judiciales.

La seguridad jurídica consistiría en este 
caso, en que en un breve lapso dado el carácter 
evidente que tiene la vulneración del derecho 
fundamental en un proceso, el ciudadano pueda 
discernir si acude a este mecanismo excepcional 
de protección o no lo hace a fin de que adquie-
ra plena de firmeza y carácter de cosa juzgada, 
porque es bastante perturbador para el conjunto 

social, el que las sentencias judiciales que han 
agotado instancias de conocimiento, puedan es-
tar expuestas indefinidamente a la impugnación 
vía tutela que cualquier persona pueda hacer de 
ella.

Este principio elemental de seguridad jurídi-
ca, se propone lograr, aterrizar y materializar a 
través de la figura de la caducidad y se extiende 
como se dijo, en cuanto  término de oportuni-
dad para que durante este lapso y no más allá 
la Corte Constitucional, pueda seleccionar las 
providencias objeto de revisión.

Hay otro principio que se pretende desarro-
llar ya mencionado acá, que es de la lealtad pro-
cesal, ¿por qué la lealtad procesal? Porque como 
se dice gráficamente, no se puede jugar en el 
proceso judicial con cartas marcadas o con ases 
en la manga para ser ejercitados en las oportu-
nidades procesales que no son las mismas del 
proceso de conocimiento sino por ejemplo, en 
posteriores procesos vía acción de tutela.      

De este modo se pretende ratificar el carác-
ter subsidiario de la acción de tutela, es decir, 
ejercitable cuando no exista otro mecanismo ju-
dicial de protección, a menos que nos hallemos 
ante un perjuicio reparable por cuanto sino se 
alegó por el accionante de la tutela, en su opor-
tunidad procesal pudiendo hacerse la vulnera-
ción del derecho fundamental, se establecería 
una improcedencia de la acción de tutela.

Con esto se quiere racionalizar, bastante diría 
yo, el ejercicio de la acción de tutela e impedir 
que se falte a los principios y deberes mínimos 
de lealtad procesal.

Otro punto fundamental que el proyecto gu-
bernamental pretende subsanar y que ha sido 
objeto de críticas razonables por parte de la co-
munidad jurídica de jueces y académicos, es el 
de la transgresión permanente o posibilidad de 
hacerse de manera bastante extendido de princi-
pios de especialidad y de jerarquías.

No  es sensato que un Juez de la República 
vaya a decidir una acción de tutela interpuesta 
contra la Corte Suprema en una de sus Salas de 
Casación o alguna de sus secciones del Consejo 
de Estado; no corresponde a los principios de 
jerarquía, ni tampoco a los sanos principios del 
Juez docto para decidir estas cuestiones.

Nos parece muy peligroso que en Colombia 
por razones que ustedes conocen, se pueda pro-
pagar esta práctica que trató de poner a término 
el Decreto 1382 en su momento, fijando clara-
mente las competencias para el conocimiento 
de las acciones de tutela y adicionalmente la es-
pecialización. Quedaría asegurada en las instan-
cias de tutela sin perjuicio de la revisión even-
tual de la Corte Constitucional, con las reglas 
de competencia que allí se fijan, es decir, vincu-
lando en primer término al mismo funcionario 
que profirió la decisión judicial y en segunda 
instancia a su superior funcional al conocimien-
to de estas acciones de tutela.

Con esto se evitaría que el principio de jerar-
quía se rompiera y que el principio de especiali-
zación desvertebrara una sana lógica que indica 
que el juez especializado en el asunto tiene una 

idoneidad adicional para conocer de las contro-
versias que plantean los ciudadanos en relación 
con el mismo.

Y un punto fundamental que sabemos no sa-
tisface el texto del proyecto de la Corte  Supre-
ma de Justicia y el Consejo de Estado, pero que 
trata de aproximarse a estas pretensiones de las 
Altas Cortes fundadísimas y legítimas, frente a 
su carácter de órgano límite, es cierto que en 
el proyecto gubernamental como ya se ha ex-
presado se insiste en la reglamentación de la 
atribución de la Corte Constitucional de revisar 
sentencias de tutela contra sentencias de Altas 
Cortes eso es cierto; pero no es menos cierto 
que el proyecto ha querido aproximarse al ca-
rácter de órgano límite del Consejo de Estado, 
de la Corte Suprema de Justicia en su jurisdic-
ción a través de unas previsiones.

En primer término cuando actúa como juez 
de tutela, la Corte Suprema de Justicia o el Con-
sejo de Estado de una decisión tomada por un 
tribunal de su jurisdicción, lo hace en última 
instancia sin que procedan vía tutela  otro tipo 
de acciones contra sus decisiones y adicional-
mente en el proyecto gubernamental, cuando se 
interpone una acción de tutela contra una sen-
tencia de casación o contra una sentencia de una 
sección del Consejo de Estado, la decisión debe 
emanar del seno mismo de dicha corporación, 
confirmando el interés del gobierno en el pro-
yecto presentado por el Ministro Holguín, de 
respetar el carácter de órgano de cierre en su ju-
risdicción de las correspondientes Altas Cortes.

En este sentido también vale la pena destacar 
algo que mencionó el Presidente del Consejo de 
Estado y que es una coincidencia con el pro-
yecto gubernamental, y es el límite al juicio que 
realiza el juez de tutela frente a las sentencias de 
conocimiento, estableciendo que no preceden 
valoraciones probatorias, ni tampoco interpre-
taciones de tipo meramente legal que carezcan 
de relevancia constitucional, por cuanto con 
esto se estaría excediendo  la atribución de juez 
constitucional e invadiendo el área de razona-
miento y de juicio y decisión de los jueces de 
conocimiento.

Estos son unos ejemplos adicionales de 
cómo se ha tratado de compaginar el carácter de 
órgano límite en su respectiva jurisdicción, con 
la posibilidad que procedan tutelas contra sen-
tencias de Altas Cortes y la revisión de la Corte 
Constitucional contra ellas mismas.

Ahora bien, ha habido algo muy sugestivo 
que ha planteado el Presidente del Consejo Su-
perior de la Judicatura, sobre si debe hacerse 
vía Reforma Constitucional o Ley Estatutaria. 
Con todo el respeto por el distinguido Presiden-
te, el doctor José Alfredo Escobar Araújo, debo 
decir lo siguiente, hay razones de técnica cons-
titucional y razones de política constitucional 
para recomendar que eso se haga vía Reforma 
Constitucional, pongo dos ejemplos; el primero 
o uno de ellos es el tema de la caducidad aso-
ciada al criterio de seguridad jurídica que busca 
el proyecto.

Como ustedes recuerdan, la Corte Constitu-
cional declaró inexequible un artículo del De-
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creto especial 2591, que establecía un término 
de caducidad para el ejercicio de la acción de 
tutela, esto configura la denominada cosa juz-
gada material no susceptible de reproducirse 
por vía legal; de manera que si como también 
lo aprueba y lo recomienda el doctor José Al-
fredo como vocero del Consejo Superior de la 
Judicatura, si quisiera establecer este término 
de caducidad, sería indispensable y necesario 
hacerlo por vía constitucional por las razones 
que acabo de exponer.

Esta es una razón de técnica, puesto que exi-
ge que la norma que restablezca un término de 
caducidad repito, declarada inexequible en el 
pasado, tenga que ser de rango constitucional; 
en segundo lugar, si se observa la propuesta del 
Gobierno, aquí se ha querido reforzar el com-
promiso del juez de conocimiento con la pro-
tección de los derechos fundamentales, en cual-
quier proceso judicial planteando la posibilidad 
de que ante él el ciudadano impugne la vulne-
ración supuesta o real o la amenaza de la vulne-
ración del derecho fundamental, cuya decisión 
podrá ser impugnada en una segunda instancia 
por supuesto.

Esto plantearía otra razón de técnica cons-
titucional, puesto que actualmente se dice que 
la tutela consistirá en una orden, es decir, ema-
nada de un tercero distinto del funcionario que 
profirió el fallo objeto de esta acción; para que 
en la propuesta gubernamental esto procedie-
ra, para reforzar el compromiso del juez de 
conocimiento permanentemente con la tutela 
de los derechos fundamentales, sería necesario 
superar esa definición y decir a través del pa-
rágrafo correspondiente, en adición al artículo 
86 de la Constitución, que podrá consistir en 
una orden o en un acto del juez que profirió la 
decisión.

Entonces aquí van ya dos razones justamen-
te de técnica constitucional que exigen más allá 
de cualquier otra ponderación que debe hacerse 
por vía de reforma constitucional.

Adicionalmente me limitaría a decir que la 
controversia ha llegado a un nivel tan profundo 
y es tan necesaria la definición de reglas claras 
en materia de estas competencias, que deberá 
hacerse y es el criterio que el Gobierno Na-
cional les ha presentado a ustedes honorables 
Representantes, a partir de un pacto político en 
el que el Congreso de la República se exprese 
como constituyente.

En una Constitución tan reglamentaria, en 
donde por ejemplo la ciudad de Barranquilla 
en hora buena ha sido elevado a través de  nor-
ma constitucional a categoría de distrito o se 
establecía la protección especial del sindicato 
de Inravisión, me parecería que no riñe con el 
cuerpo y la textura de nuestro actual ordena-
miento constitucional, una norma que adicione 
el artículo 86 para resolver un tema tan crítico 
como es el conflicto que se presenta entre las 
Altas Cortes y del ciudadano, con su acceso a 
la justicia.

Finalmente señor Presidente y agradeciendo 
este espacio, quiero relivar, que del proyecto 
existen muchos puntos de aproximación y de 

consenso que si bien existen unas diferencias 
fundamentales frente al alcance de la acción de 
tutelas contra sentencias que es el punto me-
dular, que existen unas posiciones divergentes 
frente a los temas fundamentales de ella misma, 
valdría la pena que esta célula legislativa maxi-
mizara los puntos de encuentro, los puntos de 
conciliación para no renunciar a esa aspiración 
que el Presidente de la República y el Ministro 
del Interior y de Justicia han querido siempre 
esperar del poder judicial, que es el logro de un 
proyecto que refleje un alto nivel de consenso 
entre los dignatarios de Altas Cortes, la comuni-
dad jurídica nacional y en general la ciudadanía 
especializada o interesada que se expresa a tra-
vés de sus vocerías.

De lograrse que en el seno de la Comisión 
Primera de la Cámara, pudiera avanzarse hacia 
un proyecto que concite la voluntad  de las Altas 
Cortes, estaríamos llegando al escenario ideal. 
De todos modos como lo expresó el Ministro 
del Interior y de Justicia, en el proyecto de ley 
sometido a consideración de ustedes en la ex-
posición de motivos, se hará indispensable que 
los congresistas expresando la voz de constitu-
yente, diriman esta controversia y satisfagan a 
plenitud la aspiración del ciudadano a un acceso 
pronto, eficaz a la Justicia en todos los órdenes. 
Muchas gracias.

Presidente:
Vamos a pasar a escuchar a los invitados del 

Colegio de Abogados.
Les voy a agradecer, dado que la sesión ple-

naria es a las tres de la tarde y por razones ob-
vias y lógicas no pueden cruzarse los horarios, 
tratemos de ser lo más breves, no voy a limitar 
a ninguno en el tiempo porque me parece un 
acto de descortesía, pero sí les agradecería a las 
personas que van a hacer el uso de la palabra 
que por favor planteen sus propuestas de una 
manera suscinta. Muchas gracias.

La Presidencia concede el uso de la pala-
bra al docto Carlos Holguín Sardi, Ministro 
del Interior y de Justicia:

Señor Presidente. Debo retirarme de la au-
diencia, por tener que atender asuntos en otra 
comisión legislativa, el señor Viceministro que-
da de todas maneras con ustedes y solamente 
agregaría que el Gobierno está en el mejor áni-
mo que se logre un proyecto que sea consen-
suado con todas las Cortes, ojalá eso sería el 
ideal y en cuanto al tema de la procedencia de 
la reforma constitucional, a lo dicho por el doc-
tor Mauricio González, solamente agregaría el 
texto mismo del artículo 86, que dice:

“Toda persona tendrá acción de tutela 
para reclamar ante los jueces, en todo mo-
mento y lugar”.

Entonces no podría establecerse una cadu-
cidad con el debido respeto, pero bueno es un 
tema que lo discutiremos ampliamente ante esa 
expresión de la Constitución, sino por una nor-
ma de igual categoría, pero no quiero distraer 
el debate en ese punto; simplemente dejar esa 
anotación.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
al doctor José Alfredo Escobar Araújo, Presi-
dente Consejo Superior de la Judicatura:

Gracias Presidente. Es simplemente para 
mayor ilustración de la Comisión Primera de 
la Cámara, la verdad es cuando la Constitución 
en el artículo 86, establece las competencias en 
materia de tutela (…).

Continúa con el uso de la palabra el doc-
tor José Alfredo Escobar Araújo, Presidente 
Consejo Superior de la Judicatura:

Como bien lo afirmó el Ministro del Interior 
y de Justicia, allí se dice con toda claridad que 
operará en todo momento y lugar, pero sobre 
esto el tema ha sido muy discutido en las Cortes 
y es bueno que se sepa que la reglamentación 
de la tutela está contenida en el Decreto 1382, 
que es un Decreto reglamentario suscrito por el 
Presidente de la República, que fijó la compe-
tencia; el Consejo de Estado lo declaró cons-
titucional y finalmente la Corte Constitucional 
dijo que debía reglamentarse por Ley Estatuta-
ria aún cuando eso fue en el concepto previo 
y posteriormente se atuvo a lo resuelto por el 
Consejo de Estado.

Así mismo el Decreto 2591, que también fue 
declarado constitucional por la Corte Constitu-
cional, tiene normas de competencia por ejem-
plo, dice con toda claridad que cuando se accio-
na mediante una tutela  a los medios de comuni-
cación, esta tutela debe ser interpuesta ante los 
jueces del circuito y dice además por ejemplo, 
que no es en cualquier lugar sino en el lugar en 
que fue violado el derecho fundamental.

Entonces como ustedes podrán observar ho-
norables Representantes, la reglamentación de 
la tutela que está consagrada en la Constitución 
del 91, ha sido sistemáticamente regulada por 
decretos reglamentarios expedidos por el Go-
bierno Nacional que han pasado sus controles 
de constitucionalidad por la misma Corte Cons-
titucional y también inclusive en el Consejo de 
Estado, entonces nosotros que además como 
quiera que en el caso de una Ley Estatutaria, 
esta debe tener una revisión previa de constitu-
cionalidad por parte de la misma Corte Consti-
tucional, allí en esa revisión previa, se lo solu-
cionarían o por lo menos tendríamos la guía de 
la misma Corte Constitucional sobre los proble-
mas relacionados con la oportunidad y el lugar, 
es decir con el trámite mismo y la procedencia 
de la acción.

Pero realmente es un desgaste para el Con-
greso de la República, además es un tema mu-
cho más complejo y un trámite mucho más dila-
tado, acudir a la vía de la reforma constitucional 
cuando por el mecanismo de la Ley Estatutaria, 
puede solucionar el problema de inseguridad 
jurídica que hoy por hoy se presenta, mediante 
una Ley Estatutaria.   

Con todo respeto yo entiendo la inquietud 
del Ministro del Interior y de Justicia y del Go-
bierno Nacional, pero la verdad si se profundiza 
un poco en el estudio de esta materia podríamos 
llegar fácilmente a la conclusión de que no se 
requiere una reforma constitucional para regla-
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mentar la tutela como está hoy por hoy clara-
mente reglamentada, mediante decretos que ha 
expedido el Gobierno Nacional.

Así que simplemente señor Presidente, es 
para mayor ilustración de esta célula legislativa 
y les agradezco me haya otorgado el derecho a 
la palabra.

La Presidencia concede el uso de la pa-
labra al doctor Miguel Murcia, Colegio de 
Abogados:

Gracias señor Presidente, honorables Repre-
sentantes miembros de la Comisión, señor Mi-
nistro del Interior y de Justicia, señores invita-
dos especiales.

En nombre de la entidad que represento el 
Colegio de Abogados de Bogotá, me es grato 
dirigirme a tan distinguido auditorio para ex-
presar opinión de este colectivo de abogados en 
cuanto se refiere al Proyecto de Acto Legislati-
vo número 13 de 2006.

En primer lugar nos parece pertinente recor-
dar que uno de los más importantes avances de 
nuestra nueva Constitución de 1991 fue preci-
samente el artículo 86 sobre la acción de  tutela, 
vale decir que en el artículo vigente la Constitu-
ción prevé que la misma sería reglamentada la 
tutela en lo que el efecto pasó, cuando nació  a 
la vida jurídica el Decreto 2591 de 1991, el cual 
significaba en ese momento no solamente un 
avance en la reglamentación de esta herramien-
ta, sino además en la búsqueda de la seguridad 
jurídica que como principio deben encerrar to-
das las decisiones judiciales.

Como el Decreto estaba previsto, nos daba 
una pauta sobre la forma de actuación que te-
níamos cuando teníamos una decisión judicial 
que era susceptible de tutelar, ese decreto daba 
sesenta días para ejercer la acción; lo cual con-
sideramos que está bien pensado para ese mo-
mento en que fue legislado.

Lamentablemente en una decisión muy dis-
cutible, tres Magistrados, en ese momento, el 
doctor Ciro Angarita, Eduardo Cifuentes y Ale-
jando Martínez Caballero, se apartaron en ese 
momento de la decisión jurídica de la decisión 
mayoritaria de la Corte, que era retirar de la vía 
jurídica la posibilidad de ejercer el derecho de 
tutela en cuanto a fallos que atenten contra los 
derechos fundamentales.

Dicho lo anterior es claro que estamos de 
acuerdo con la tutela contra decisiones judicia-
les, porque precisamente nos parece que es una 
forma de garantizar la no vulneración de un de-
recho que se está conculcando en ese momento, 
pero ya explicaremos un poco más hasta dónde; 
compartimos su tesis en cuanto a que por buscar 
salvaguardar con extremo celo la Constitución, 
los fallos del máximo Tribunal Constitucional 
han tenido un infortunado efecto contrario, que 
lo hemos denominado inseguridad jurídica, el 
cual está reflejado en sus fallos y en infortuna-
dos cambios de posición de un año al otro, lo 
cual y por cuenta del cambio de posición juris-
prudencial ningún abogado por ejemplo, podría 
decir que toma la posición de la Corte Consti-
tucional en tal o cual sentido pues esta misma 

corporación está o estuvo cambiando sus tesis 
permanentemente.

Pero reconocemos igualmente que esto ya 
no está pasando hoy como antes, porque afortu-
nadamente la Corte Constitucional está dando a 
sus fallos un alcance muy interesante, en cuanto 
a la sostenibilidad de la seguridad jurídica; lo 
claro es que sí estamos de acuerdo con la inten-
ción de devolver a los ciudadanos la posibilidad 
de acudir a la acción de tutela en caso de no 
tener una decisión judicial más adelante o de 
tener un fallo adverso o mejor violatorio de los 
derechos fundamentales.

Porque consideramos que no permitir la ac-
ción de tutela, es precisamente ir en contra de la  
muy garantista Constitución de 1991. La acción 
de tutela contra sentencias, es precisamente 
una forma de garantizar que los jueces actúen 
lo mejor posible, precisamente porque siempre 
habrá una forma para auditar por decirlo de al-
guna manera, sus decisiones.

Esto incluso y aunque parezca paradójico, le 
da más seguridad al principio del Nom bis in 
idem, porque aunque el principio dice que na-
die puede ser juzgado dos veces por el mismo 
hecho, esto no estaría pasando; lo que se garan-
tiza es que toda persona merece un juicio justo 
y que si se encuentran dudas bueno es acudir a 
una autoridad que así lo garantice. En últimas 
es un solo fallo.  

Puedo decir que estamos de acuerdo, pero es-
tar de acuerdo no lo es todo, sobre el acto legis-
lativo propuesto es menester decir que no solo 
el que analizamos, sino los actos legislativos 
que están reforzando la Carta Política y que vie-
nen desde hace relativamente poco dejando de 
lado el carácter constituyente, pueden hacer que 
por buscar una seguridad jurídica esta se siga 
perdiendo por no tener una Carta Política fuerte 
con un legislativo que tenga herramientas para 
su reglamentación, hay que perderle temor a un 
control constitucional  por parte de las normas; 
en eso estoy de acuerdo con el Presidente de la 
Corte Constitucional, cuando decía, estamos to-
cando mucho el disco duro de la Constitución.

En cuanto al cambio del artículo constitucio-
nal, se debe tener en cuenta que ya es demasiado 
cuando se agrega el artículo un procedimiento, 
tengan ustedes en cuenta que el acto legislativo 
está colocándonos además en un procedimiento; 
el procedimiento dice, deberán imponerse por 
medio de abogado dentro del mes siguiente a su 
ejecutoria y la decisión podrá ser impugnada. 
Esto se contradice, con lo que dice al principio 
el artículo original y el artículo propuesto.

El artículo  original y el mismo artículo 
propuesto dice: “En todo momento y lugar, 
mediante un procedimiento preferente y su-
mario, por sí mismo o por quien actúe a su 
nombre”.

Si es así, la redacción deberá ser más com-
pleta,  pues no contempla ante quien se impug-
na cuando el fallo de tutela es por ejemplo, de 
una alta corporación.

Ahora consideramos que en el  párrafo no 
procederá la acción tutela, si el interesado no 

hizo uso de los recursos y oportunidades al inte-
rior del proceso; ese es un párrafo que está pro-
poniendo el acto legislativo, habría que mirar en 
cada caso por qué razón el interesado no pudo 
hacer uso de esos recursos, valdría preguntarse 
si alguien que no fue notificado, lo cual es cau-
sal de nulidad y vencido por no hacer su defen-
sa, pierde su derecho a la acción de tutela. Debe 
tenerse cuidado en cuanto se refiere, a volver a 
utilizar este mecanismo de tutela que una cosa 
es la tutela contra providencias judiciales y otra 
es la tutela contra la violación de los derechos 
fundamentales en desarrollo de las actuaciones 
de los jueces.

Pues definitivamente en el primer caso que 
es el mismo propuesto en el proyecto de acto 
legislativo, podríamos estar ante un recurso no 
reglamentado en el procedimiento y caer de 
nuevo en la ya mentada inseguridad jurídica. 
Nosotros no proponemos que la tutela  contra 
ese juez, que no contra providencias judiciales 
se dé en un solo caso, un solo caso proponemos 
nosotros en cuanto a tutela sobre providencias 
judiciales, la violación al debido proceso; esto 
si se presentare en situaciones de hecho que 
lleven al quebrantamiento ya propuesto de ese 
proceso, ¿la razón?

Cualquier actuación que consiga que una de 
las partes se vea en la necesidad de acudir ante 
un juez de tutela, subyace en que en alguna par-
te del procedimiento algo pasó que hace necesa-
ria la acción del artículo 86 superior.

Sobre el párrafo que dice: No habrá acción de 
tutela contra decisiones adoptadas por la Corte 
Suprema de Justicia, el Consejo de Estado, la 
Corte Constitucional y la Sala Jurisdiccional 
Disciplinaria del Consejo Superior de la Judi-
catura; es pertinente aclarar que si los fallos se 
reviven contra decisiones judiciales, tan es una 
decisión judicial la del juez promiscuo del mu-
nicipio más apartado, como lo es la de la Sala 
de cualquiera de las Altas Cortes.

Hay una realidad y es que las Altas Cortes, 
conocen y aplican la técnica jurídica en sus fa-
llos y sus Magistrados son personas con las más 
valiosas calidades intelectuales, que con sus de-
cisiones van dando la posición del pensamiento 
jurídico del país, sin embargo sus actuaciones 
por el principio de igualdad; también pueden 
ser susceptibles de revisión, pero asegurando 
mecanismos que impidan el choque de trenes 
para que todo tenga un mejor desarrollo.   

Este párrafo comentado, ese párrafo que les 
digo, no habrá acción de tutela contra decisio-
nes adoptadas por la Corte Suprema de Justicia, 
Consejo de Estado, la Corte Constitucional y el 
Consejo Superior de la Judicatura, da incluso 
para que se retire todo lo anterior; pues al de-
cir que no habrá tutela contra decisiones de las 
Cortes, quiere decir que sí la habría en los de-
más casos, luego entonces para qué lo anterior.

En cuanto a los artículos 2° y 3° no los com-
partimos, porque no estamos de acuerdo con re-
afirmar lo que ya es obvio, darles a los altos tri-
bunales las funciones de proteger los derechos 
fundamentales, es como si antes no lo hubieran 
hecho. Yo doy fe de que los altos tribunales, la 
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Corte Suprema, el Consejo de Estado han pro-
ferido fallos que son un ejemplo para el mundo 
en cuanto se refiere precisamente a la guarda de 
la Constitución y a los derechos fundamentales. 
Muchas gracias.

La Presidencia concede el uso de la pa-
labra al doctor Rodrigo Uprimmy, Univer-
sidad Nacional y del Centro de Estudios de 
Derecho, Justicia y Sociedad de Justicia:

Buenos días señor Presidente de la Comisión 
Primera de la Cámara de Representantes, seño-
res Representantes de la Comisión Primera, se-
ñores funcionarios del gobierno, académicos y 
miembros de organizaciones sociales.

En primer lugar, quiero agradecer a nombre 
de la Universidad Nacional y del Centro de Es-
tudios de Derecho de Justicia y Sociedad de Jus-
ticia, esta posibilidad de compartir con ustedes 
unas muy breves reflexiones sobre el problema 
de la tutela contra sentencias y de los  proyectos 
de acto legislativo, presentados por el Consejo 
de Estado y por el Gobierno Nacional.

Yo tengo un escrito amplio en donde desa-
rrollo en detalle, argumentaciones relativas a 
los cuatro puntos que trata el proyecto del go-
bierno, pero teniendo en cuenta lo avanzado de 
la hora, me voy a centrar en unos cinco o diez 
minutos exclusivamente, en el debate de tutela 
contra sentencias y dejaré a la secretaría de esta 
Comisión estos escritos.

Yo creo que hay dos puntos centrales que 
vale la pena destacar, en primer lugar los pun-
tos de acuerdo y en segundo lugar los puntos 
de desacuerdo y es que yo creo señores Con-
gresistas y señores miembros de la prensa, que 
hoy el choque de trenes no lo es tanto, que hoy 
hay una aproximación muy importante entre las 
posiciones de quienes están a favor y en contra 
de la tutela contra sentencias.

Pues si ustedes oyeron las exposiciones de 
los Representantes de la Corte Suprema y el 
Consejo de Estado, escucharon que por Sala 
Plena estas corporaciones, ellas hoy admiten 
todas la tutela contra sentencias; esto es una no-
vedad buena para el país porque hasta hace muy 
poco, había secciones del Consejo de Estado o 
la Sala de Casación Laboral que sistemática-
mente negaba la procedencia de la tutela contra 
sentencias, luego que estas altas corporaciones 
la acepten, es un punto de aproximación que 
permite generar consensos para una buena re-
glamentación del tema.

Pero el otro lado de quienes han defendido 
la tutela contra sentencias, también hay de re-
conocimiento de problemas y de limitaciones 
que ameritan correctivos, hace unos seis, siete 
u ocho años plantear que la tutela contra sen-
tencia requería un término de caducidad era cri-
ticado por los defensores como una limitación 
a los alcances de esta acción o plantear que se 
requieren competencias especiales para la tutela 
contra sentencias para que sean decididos por 
jueces de especial jerarquía frente a los fallos de 
determinados funcionarios judiciales, también 
era visto como una limitación a la procedencia 
de la tutela contra sentencias.

En cambio hoy todos admitimos que la tu-
tela contra sentencias, tiene que tener términos 
podemos llamarlos de caducidad o términos en 
los cuales deben ser presentados; segundo, que 
tiene que haber competencias especiales para 
ser decididas y finalmente, que se debe aplicar 
un criterio estricto de subsidiariedad, porque 
todos reconocemos hoy que el lugar natural de 
la protección de los derechos fundamentales, es 
el proceso ordinario. Son los jueces ordinarios 
los que primero deben proteger los derechos 
fundamentales y tienen la función de aplicar la 
Constitución.

Si ello es así, ¿cuál es el punto de discrepan-
cia que hoy subsiste? Y yo creo que el punto 
de discrepancia señores Congresistas, es exclu-
sivamente uno, el punto de discrepancia es si 
la tutela contra sentencias procede contra de-
cisiones de la Corte Suprema de Justicia, del 
Consejo de Estado y de la Sala Disciplinaria del 
Consejo Superior de la Judicatura y este ni si 
quiera es el gran punto, porque allí miembros 
de estas corporaciones admiten que puede ha-
ber tutela contra sentencias, pero decididas por 
ellos mismos.

Luego el punto real de controversia, es si 
esas tutelas pueden ir a revisión de la Corte 
Constitucional; ese es exclusivamente el punto 
de debate hoy en el debate sobre tutelas contra 
sentencias, o no exclusivamente, pero el punto 
principal.

Ahora bien, cuáles son los argumentos para 
estar en contra de que la Corte Constitucional 
revise eventualmente los fallos de tutela contra 
decisiones de las Altas Cortes; los Magistrados 
Saavedra y Arrubla, lo expusieron brillantemen-
te aunque hay que decirlo, no siempre con argu-
mentos brillantes como trataré de demostrarlo y 
básicamente dieron cuatro argumentos.

Primero, el tema del error, que si ellos se 
equivocan, la Corte Constitucional también se 
equivoca; segundo, el argumento de la especia-
lidad,  que ellos  saben de esos asuntos más que 
la Corte Constitucional; tercero, el argumento 
del órgano de cierre y cuarto, el argumento del 
origen político de la Corte Constitucional, pun-
to en el cual repito no hay coincidencia entre los 
dos Magistrados, porque mientras el Magistra-
do Arrubla veía eso como una limitación para 
que la Corte Constitucional revisara la tutela 
contra sentencias, por el contrario el Magistra-
do Saavedra, argumentaba que eso era lo que 
permitía que en Europa el origen político del 
Tribunal Constitucional revisara la tutela contra 
sentencias y ahí queda uno perplejo, sobre cuál 
es en el fondo el argumento.

Pero son buenos esos argumentos y yo creo 
que esos argumentos serían muy buenos, si 
la función de la tutela contra sentencias fuera 
exclusivamente, corregir errores judiciales. Si 
fuera corregir yerros, equivocaciones, vías de 
hecho, la tutela contra sentencias debería ser de-
cidida en la misma jurisdicción; porque obvia-
mente no hay razón para suponer que la Corte 
Constitucional, se equivoca más o se equivoca 
menos que la Corte Suprema; ambos tribunales 
están integrados por jueces de las mayores ca-

lidades y por consiguiente, ambos se suponen y 
creo que así es, hacen un buen trabajo.

Entonces si fuera corregir errores judiciales 
únicamente, la posición del Consejo de Estado 
y de la Corte Suprema sería impecable, pero el 
problema es que la tutela contra sentencias tie-
ne otra función, que es de la que no hablan en 
las intervenciones de estos dos Magistrados y es 
la de unificar la interpretación de los derechos 
fundamentales; ese misterio los miembros de la 
Corte Suprema y el Consejo de Estado, no lo 
han resuelto y ¿en qué consiste ese misterio?

Que la Constitución cuyo vértice son los de-
rechos fundamentales, admite interpretaciones 
distintas, diversas y razonables; les pongo un 
ejemplo, la famosa sentencia contra la Mega, 
la Corte Constitucional y la Corte Suprema han 
dicho que la libertad de expresión incluye la li-
bertad en la radio de decir a veces expresiones 
de alto calibre, el Consejo de Estado opina que 
no y en una acción popular condenó a la Mega; 
¿quién tiene razón?

Yo creo que ambas interpretaciones son 
más razonables, yo me quedo con la de la Cor-
te Constitucional, porque creo que es una me-
jor interpretación del alcance de la libertad de 
expresión; pero no creo que la del Consejo de 
Estado, sea absurda, sea ridícula, sea una vía 
de hecho. Pero lo que no pueden existir es que 
las dos interpretaciones subsistan y que el ciu-
dadano que quiera hacer un programa de radio 
no pueda saber si pueda utilizar o no esa expre-
sión, porque si la utiliza y de buenas la Corte 
Suprema decide el caso, entonces es legítima su 
actuación pero si por vía de acción popular van 
ante el Consejo de Estado, entonces resulta ile-
gítima su actuación.

Y ese misterio señores congresistas las inter-
venciones de los doctores Arrubla y Saavedra, 
no lo resolvieron; por eso yo creo que en úl-
timas el dilema para ustedes se reduce a lo si-
guiente, ustedes quieren que en Colombia exis-
ta una Constitución para todos los colombianos, 
ustedes quieren que exista seguridad jurídica no 
solo para los inversionistas, sino en los dere-
chos fundamentales de los colombianos. Si us-
tedes  quieren eso, tienen que admitir la proce-
dencia de la tutela contra sentencias de las Altas 
Cortes y su revisión por la Corte Constitucional 
eventual, para unificación del entendimiento de 
los derechos fundamentales y ¿por qué lo debe 
hacer la Corte Constitucional?

Pues porque es naturalmente el guardián de 
la Constitución y por eso lo hace en la mayoría 
de países donde hay Justicia constitucional y yo 
creo que a eso se reduce señores congresistas, el 
debate al cual ustedes están abocados.

Entro en los dos últimos minutos al debate 
planteado por el Secretario Jurídico, el doctor 
Mauricio González, sobre si procede o no la ne-
cesidad de una reforma constitucional; yo com-
parto la posición del Presidente de la Sala Ad-
ministrativa y lo exponemos aquí en algunos de 
los documentos que dejamos que con una Ley 
Estatutaria basta y sobra y los temas técnicos 
que él plantea creo que se pueden resolver.
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El tema de la caducidad. Muy sencillo, se es-
tablece no una caducidad, sino una presunción 
de inmediatez, se puede establecer en la ley que 
si la tutela es presentada dentro de los dos meses 
siguientes, se presume que cumplió el requisito 
de inmediatez, mientras que si es presentada 
después de esos dos meses se presume que no 
lo cumplió y le corresponderá al ciudadano des-
virtuar esa presunción, y eso es compatible con 
la tesis de la caducidad, sostenida por la Corte 
Constitucional.   

El tema de la competencia. También se pue-
de resolver y lo explicó muy bien el Presidente 
de la Sala Administrativa, la Constitución dice 
que la tutela procede en todo lugar, pero para 
nadie es un misterio que la tutela solo proce-
de en el lugar donde hubo la violación, si fuera 
así que procede en cualquier lugar, entonces me 
pueden violar el derecho en Bogotá y yo pue-
do presentar la tutela en Santa Marta y eso se 
ha admitido que no es así; entonces también si 
se puede regular el lugar, por qué no se puede 
regular el tiempo y establecer por razones de se-
guridad jurídica una presunción de inmediatez.

Por consiguiente el único argumento que yo 
creo que a mí me suena, es el argumento polí-
tico que sería digamos, que el enfrentamiento 
ha llegado a tal calibre que solo una Reforma 
Constitucional, podría subsanarlo; pero tampo-
co lo creo, sería muy difícil que después de una 
Ley Estatutaria que establezca la procedencia 
de la tutela contra decisiones de las Altas Cor-
tes y se regule esa procedencia, aprobada por 
las mayorías absolutas de ambas Cámaras, siga 
existiendo resistencia de algunos Tribunales a 
aplicarlas y por eso yo creo que la vía más pro-
cedente sería la vía de la Ley Estatutaria. Mu-
chas gracias, señor Presidente. 

La Presidencia concede el uso de la palabra 
al doctor José Alfredo Escobar Araújo, Presi-
dente Consejo Superior de la Judicatura:

Gracias Presidente. No es para entrar en el 
debate, sino para situar los planteamientos; lo 
que propone el doctor Rodrigo es perfectamen-
te viable en cuanto a Ley Estatutaria, pero es 
que el gobierno no ha presentado un proyecto 
recogiendo la jurisprudencia actual de la Corte 
Constitucional sobre la presunción de inmedia-
tez, no es una presunción de inmediatez, es un 
término de caducidad.

Eso inobjetablemente creo desde mi punto 
de vista dado la cosa juzgada constitucional 
precedente, hace imperativo que sea por norma 
constitucional.

La Presidencia concede el uso de la pa-
labra al doctor Rodolfo, Universidad de los 
Andes:

Muchas gracias señor Presidente de la Co-
misión Primera, por la invitación, señores 
congresistas, Representantes miembros de la 
Comisión Primera, señores Presidentes de las 
altas corporaciones de la justicia, señores Re-
presentantes de las ONG, señores profesores de 
la academia.

Yo quisiera también ser muy breve en mi in-
tervención y recalcar más sobre las característi-

cas del proyecto de reforma constitucional que 
ha presentado el señor Ministro del Interior, 
porque considero que este debate se ha cen-
trado fundamentalmente en la propuesta del 
Consejo de Estado y es importante puntualizar 
algunos aspectos de la propuesta del gobierno 
al respecto.

Entonces mi intervención se limitará fun-
damentalmente a hacer algunas observaciones 
frente a concretamente el proyecto de reforma 
presentado por el gobierno y quisiera resumir 
esas características que considero son las más 
relevantes, para la institución de la tutela tal y 
como está regulado en el artículo 86 de la Cons-
titución, en el siguiente listado.

Establece el proyecto del gobierno, una posi-
bilidad de presentar la tutela  (…).

Continúa con el uso de la palabra el doc-
tor Rodolfo, Universidad de los Andes:

Frente al mismo funcionario judicial que ha 
sido acusado de violar los derechos fundamen-
tales.

El argumento que se ha dado acá para de-
fender esta reforma a la tutela es fundamental-
mente de permitirle al violador de los derechos 
fundamentales que observe esa decisión a la luz 
de los derechos fundamentales, sin embargo 
claramente esa reforma sacrifica un principio 
muy importante, que es el principio de la im-
parcialidad.

En ese sentido la actual acción de tutela re-
gulada en el artículo 86, establece que sea otro 
funcionario judicial el encargado de evaluar, si 
en la sentencia judicial respectiva, porque nos 
centramos fundamentalmente en la tutela con-
tra sentencias, se ha violado o no los derechos 
fundamentales y además de violar ese principio 
de imparcialidad dándole la competencia para 
decidir en primera instancia la acción de tutela 
del mismo funcionario que viola los derechos 
fundamentales, se incurre en una incongruencia 
mayúscula con el mismo proyecto del gobierno, 
en el sentido de que se está exigiendo como un 
requisito previo para acudir a la acción de tutela 
contra la decisión judicial que se hubiera discu-
tido, alegado esa causal de violación de dere-
chos fundamentales al interior del proceso.

Y la inconsistencia radica fundamentalmen-
te, en que es el mismo funcionario que ha ne-
gado dentro del proceso judicial reconocer que 
hay una violación del derecho fundamental 
aquel que tiene que resolver la acción de tutela 
en primera instancia; con lo cual claramente y 
en sentido común se está perdiendo una instan-
cia, para la protección de derechos fundamen-
tales.

Por eso es sabía la Constitución actual, en 
el sentido de que sea otra autoridad judicial, el 
constituyente del 91 fue muy clarividente en el 
punto, tendría que ser cualquier juez constitu-
cional del país, porque se asume un control di-
fuso de constitucionalidad, eso quiere decir que 
cualquier juez de la República, sería juez cons-
titucional para los efectos y en ese sentido es 
realmente un retroceso claro en materia de pro-
tección garantista de los derechos fundamenta-

les otorgarle al mismo funcionario renuente, de 
reconocer la violación fundamental que esa el 
competente para decidir en primera instancia.

El problema no para ahí, cuando se habla de 
la importancia de proteger la dignidad, la su-
premacía de los altos tribunales del país como 
órganos de cierre, en particular el Consejo de 
Estado, la Corte Suprema de Justicia y el Con-
sejo Superior de la Judicatura en  Sala Jurisdic-
cional, en últimas el retroceso se convierte en 
mayúsculo, porque ya la acción de tutela va a 
ser de única instancia.

Entonces el proyecto del gobierno lo dice 
expresamente y  en este caso cuando se trata de 
resguardar la primacía del órgano judicial, el ór-
gano de cierre en cada una de las jurisdicciones; 
entonces la acción de tutela se convierte sorpre-
sivamente en una tutela de única instancia ¿ante 
quién? Ante quien se acusa de haber violado los 
derechos fundamentales.

Entonces la concesión de resguardar las je-
rarquías de la función pública se hace a costa 
de los derechos fundamentales de las personas; 
yo los invito señores de la Comisión Primera 
que inviten aquí a la Indígena Ati Quigua y le 
pregunten, si está conforme con la última de-
cisión del Consejo de Estado en el sentido de 
anular su elección al Concejo de Bogotá, pasan-
do por encima de la interpretación de la Corte 
Constitucional respecto de la edad exigida para 
un miembro de una comunidad indígena, para 
efectos de ocupar una curul en el Consejo de 
Bogotá y pese a haber una jurisprudencia muy 
seria, bien fundamentada de la Corte Constitu-
cional, que dejaba en claro cuál era la interpre-
tación a aplicar, ¿qué hace el Consejo del Esta-
do como última instancia de la jurisdicción del 
contencioso administrativo? Deja de lado esa 
jurisprudencia de la Corte Constitucional.   

En ese sentido tiene toda la razón el doctor 
Rodrigo Uprimmy, cuando dice, aquí se des-
atiende llanamente el problema de la unifica-
ción constitucional, lo que identifica a un régi-
men constitucional y democrático de derecho es 
que tiene una jurisdicción constitucional única 
y unificada, en una democracia moderna no se 
puede pretender tener jurisdicción constitucio-
nal y ser un régimen de Estado Constitucional y 
Democrático de Derecho, cuando existen tres o 
cuatro jurisdicciones como órganos de cierre.

Tercer punto, se establece que solamente la 
Sala Plena de la Corte Constitucional sería la 
llamada a revisar sentencias de tutela contra fa-
llos judiciales, eso en la práctica supone sepultar 
la tutela, porque hay que hacer una simple ope-
ración matemática y ver cuántos fallos de tutela 
contra sentencias se profieren por las Salas de 
revisión de la Corte Constitucional, integrada 
por tres Magistrados, multiplicadas por el nue-
ve, en ese sentido es importante ver los efectos 
que tiene el descentralizar solamente en la Sala 
Plena de la Corte Constitucional el conocimien-
to de la revisión de la acción de tutela.

Pero no se queda ahí la reforma, añade un 
pequeño parrafito que dice: De ahora en adelan-
te la Corte Constitucional, tendrá que motivar la 
totalidad de decisiones de no haber selecciona-
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do todas las tutelas, remitidas a la Corte Consti-
tucional para su eventual revisión.

¿Qué quiere decir eso? Que la Corte Consti-
tucional se dedicará de aquí en adelante a tener 
que motivar una y cada una de las tutelas remi-
tidas por todos los jueces del país para efectos 
de satisfacer ese requisito establecido en el pro-
yecto gubernamental.

Entonces unido a la centralización de la re-
visión de las sentencias de tutela en Sala Plena, 
este requisito de tener que motivar la no selec-
ción de las tutelas, pues ya sabemos cuál es el 
triste entierro de tercera categoría que va a re-
cibir la acción de tutela en el proyecto guberna-
mental.

Ahora, la cosa no acaba ahí. En cuanto a las 
órdenes, ya no va a ser posible que el juez de 
tutela ordene lo que sea necesario para el res-
tablecimiento de los derechos fundamentales, 
sino que deberá simplemente decir la Corte 
Constitucional en su fallo de revisión que la in-
terpretación constitucional adecuada es la que 
sigue, sin poder ordenar medidas en procura de 
la protección inmediata de los derechos funda-
mentales; en últimas la acción de tutela se con-
vierte por esta vía en una seudoconsulta cons-
titucional que ya verán los jueces de máxima 
instancia si acogen o no la interpretación, en el 
caso de Ati Quigua  lo interesante es que la edad 
de veinticinco como prerrequisito para ocupar 
la curul, está regulada a nivel legislativo o re-
glamentario y se trabará por supuesto un pro-
blema  de autonomía judicial y de competencia 
interpretativa aduciendo en este caso cualquier 
tribunal superior que él interpreta legítimamen-
te la Constitución,  a partir de la interpretación 
legal de la disposición.

En consecuencia creo yo, el entierro no será 
de tercera categoría, sino de cuarta categoría a la 
acción de tutela. Finalmente puntos positivos, la 
caducidad hay que regularla, ojalá no fuera sólo 
de un mes, es razonable pensar en tres meses 
después de proferido y estar en firme la decisión 
y el requisito de haber sido alegado dentro del 
mismo proceso, la violación de derechos funda-
mentales es absolutamente razonable, como una 
carga a quienes ejercen acción de tutela contra 
sentencias judiciales; sin embargo es claro que 
ese requisito no podría exigirse para violación 
de derechos fundamentales que se concreten en 
el fallo como tal. En ese sentido habría que ser 
preciso respecto de la regulación.       

Por último quisiera hacer énfasis que el pro-
blema de tener un orden constitucional, que se 
precie de ser un Estado Constitucional y Demo-
crático de Derecho, es precisamente el que la 
jurisdicción constitucional ejerce ese poder de 
interpretar auténticamente la Constitución, y 
que ello valga para todos los jueces de la Repú-
blica sin excepción y que sea un único órgano 
de cierre como bien ya clarividentemente lo vio 
Hans Kelsen muy tempranamente a principios 
del siglo XX.

Es neurálgico que sólo haya un órgano de 
cierre, sino se quiere desvertebrar totalmente el 
orden constitucional. Muchas gracias.

Presidente:
La comisión le va a solicitar a todas las per-

sonas que han intervenido, nos hagan llegar 
sus anotaciones, puntos de vista si es factible 
y tienen un documento así como nos lo presen-
tó el centro de estudios de derecho, Justicia y 
sociedad de la Universidad Nacional, en la si-
guiente dirección electrónica por medio mag-
nético, comision.primera@camara.gov.co; 
les hacemos llegar los remitidos a cada uno de 
ustedes para que nos envíen por vía electrónica 
y que los compañeros, todos los miembros de 
la Comisión Primera puedan tener acceso a esta 
información.

La Presidencia concede el uso de la pala-
bra al honorable Representante David An-
drés Luna Sánchez:

Gracias Presidente. Voy a solicitar su venia 
y la de los muy importantes asistentes, porque 
el doctor Guillermo Rivera, creo que el doctor 
Nicolás y yo, hemos sido citados a las dos de la 
tarde a reunión de voceros en la Presidencia de 
la Cámara y nos han apremiado a llegar a esa 
célula para poder iniciar.

Quisiera preguntarle, si usted ¿nos autoriza 
retirarnos?

Presidente:
Pues yo no lo autorizo sinceramente, ustedes 

son autónomos de permanecer o retirarse,  pero 
sí les quiero pedir el favor, faltan dos personas, 
a las dos y media de la tarde creo que estamos 
terminando, así que les agradezco este es un 
tema muy importante, muy trascendental para 
la vida jurídica del país; así que les agradecería 
que los escucharan para tener todas las visiones 
y conceptos sobre este tema claro y poder tomar 
la decisión más acertada en esta comisión.

La Presidencia concede el uso de la pa-
labra al doctor Pedro Santana Rodríguez, 
Director de la Corporación Viva la Ciuda-
danía:

Voy a ser muy breve por la hora, pero qui-
siera además de agradecer al Presidente de la 
Comisión Primera de la Cámara la invitación; 
puntualizar algunas cosas en aras de toda la dis-
cusión que hay.

Lo primero como ustedes pudieron presen-
ciar hoy, es que en las cuatro Altas Cortes no 
hay unidad con relación al tema; Consejo de Es-
tado y Corte Suprema con la coadyuvancia es 
una figura extrañísima que no aparece en ningún 
lado el Fiscal General de la Nación, presentaron 
un proyecto de Reforma Constitucional, aquí 
hemos escuchado al doctor Jaime Córdoba Tri-
viño Presidente de la Corte Constitucional y he-
mos escuchado también al doctor Luis Alfredo 
Escobar, del Consejo Superior de la Judicatura, 
quienes han señalado claramente que ellos son 
partidarios, que les parece e incluso el Consejo 
Superior de la Judicatura, ha anunciado que esta 
tarde inscribirá un proyecto en la secretaría, de 
un proyecto de Ley Estatutaria para regular la 
tutela contra sentencias judiciales.

De tal manera que lo primero que yo quiero 
llamar la atención, es sobre ese punto. El segun-
do asunto, yo quisiera muy brevemente señalar 

cuáles son las razones principales por las cuales 
se ataca, yo creo que el doctor Rodrigo Upri-
mmy fue muy claro en señalar realmente dónde 
está la contradicción hoy; ya la contradicción 
no es como al comienzo, créanme ustedes que 
yo que coadyuvé en la Constitución de 1991 y 
mi organización, a todo lo que fue el debate, las 
mesas de trabajo, toda esta serie de cosas sobre 
la Constitución del 91, créanme que la realidad 
de hoy como bien lo describió el doctor Rodri-
go Uprimmy y aquí hay algunos parlamentarios 
que en otras ocasiones nos hemos visto como 
con el doctor William Vélez, nos hemos visto 
aquí años atrás y quiero decir que hoy la contra-
dicción ya se ha focalizado en el punto nodal, 
antes no era así.

No es verdad que las Altas Cortes aceptaran 
al comienzo la tutela contra sentencias judicia-
les, a pesar de que como se dijo acá fue en cierta 
manera una invención de la Corte Suprema de 
Justicia; después de aquel fallo al cual nosotros 
nos opusimos, porque nosotros no estamos de-
fendiendo la tutela desde la sociedad civil sim-
plemente con argumentos jurídicos, también 
con argumentos jurídicos; pero aquí lo que es-
tamos defendiendo desde el comienzo contra un 
conjunto, mejor dicho contra dos concepciones 
del derecho.

Una concepción del derecho que cree que es 
la concepción formalista del derecho, que cree 
que lo fundamental es que su argumentación ju-
rídica concuerde logísticamente y una concep-
ción del derecho que creo yo y creo que el gran 
aporte de la Corte Constitucional Colombiana a 
este país, ha consistido en rescatar la dimensión 
material, es decir, que en nuestra realidad el de-
recho tiene que adecuarse  a las respuestas de 
los derechos fundamentales de la gente.

Miren ustedes por ejemplo, en España el año 
pasado, hubo siete mil y tantos acciones de tute-
la, derecho de amparo se llama allá; siete y pun-
ta, de las cuales dos mil y tantas fueron contra 
decisiones de los jueces y de los tribunales de la 
audiencia etc., etc. Aquí uno podría decir claro 
son pocas, hasta el treinta y uno de diciembre 
se habían interpuesto en Colombia, un millón 
doscientas y pico mil de tutelas, la Corte Cons-
titucional había seleccionado y había revisado 
cuarenta y nueve tutelas que por sentencias que 
procedían de las Altas Cortes de esas como se 
ha señalado aquí, la mayoría de las tutelas con-
tra sentencias judiciales de la Corte Suprema, 
del Consejo de Estado o de  la Sala Discipli-
naria del Consejo Superior de la Judicatura, la 
mayoría de esas tutelas no han sido aceptadas 
por la Corte Constitucional.

Porque la imagen que se da en la prensa a 
veces es que la Corte Constitucional es irres-
ponsable, la Corte Constitucional por capricho, 
por supremacía, casi por mostrar que es la ca-
beza de la Rama Jurisdiccional entonces todos 
los días está tumbando como se dice popular-
mente, tumbando sentencias de las Altas Cor-
tes, eso no es verdad y la primera cosa que uno 
tiene que decir, es que comparado incluso con 
otros países de América Latina, con otros países 
del mundo que se dicen más civilizados que el 
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nuestro, la Corte Constitucional Colombiana ha 
sido muy precisa, muy medida, digamos poco, 
yo diría que poco activista en relación a las sen-
tencias judiciales del Consejo de Estado y de la 
Corte Suprema de Justicia.

Entonces dónde está el meollo del asunto. 
También quiero decir que la Corte Constitu-
cional se ha cuidado mucho de ir señalando los 
casos excepcionales en los cuales procede la 
tutela contra la Corte Suprema, del Consejo de 
Estado o del Consejo Superior de la Judicatura 
y ha señalado, lo que aquí señaló el Presiden-
te de la Corte Constitucional; ¿cuáles son esos 
eventos?

Nunca se concederá dice la Corte Constitu-
cional en sus fallos, nunca una tutela contra sen-
tencias judiciales, sino se han agotado todos los 
recursos ordinarios a que el ciudadano tiene de-
recho, es por eso que la tutela contra sentencias 
son pocas;  aquí se ha dicho un asunto que yo 
creo clave y con esto quiero terminar para que 
los Representantes que deben ir a sus reuniones 
de bancadas, puedan hacerlo después de que ha-
ble el doctor Gustavo Gallón.

Pero quiero decir, miren aquí hay dos asun-
tos que son claves. Primero, que no se quiere 
aceptar que la Corte Constitucional en la Cons-
titución del 91, fue definida como el tribunal 
que debe interpretar la Constitución en todos 
los ámbitos desde la perspectiva de los derechos 
fundamentales, ese es el punto; así de claro, eso 
fue lo que nosotros discutimos en la Constitu-
yente del 91, nosotros queríamos un instrumen-
to expedito que terminó siendo el artículo 86, 
con un instrumento por eso se creó el Tribunal 
Constitucional, yo podría contar la anécdota de 
por qué se le dejó al honorable Tribunal de Ca-
sación el nombre de Corte Suprema, yo les pue-
do contar la anécdota y casi con eso terminaría.

Un constituyente, se puso en pie y dijo, es 
claro que vamos a crear un tribunal constitucio-
nal con dos funciones, máximo tribunal de dere-
chos humanos para que la Constitución no siga 
haciendo lo del año 86, que era un rey de burlas 
donde por un lado estaba la Constitución que 
no tenía ningún principio de realidad y por otro 
lado estaba el estado de sitio y la legislación por 
Decreto del Presidente de la República, donde 
había un divorcio completo entre la legislación 
y la Constitución.

De una u otra manera como aquí se ha dicho, 
creo que lo que no aceptan la Corte Suprema 
y el Consejo de Estado, es la constitucionaliza-
ción de la legislación colombiana, es decir, que 
ya las leyes tengan que estar sujetas al ordena-
miento constitucional y eso es lo que debe hacer 
el tribunal y la tutela contra sentencias brinda 
la oportunidad de unificar la interpretación de 
los derechos de los ciudadanos, por eso estamos 
aquí; yo no estoy aquí como abogado, yo estoy 
aquí como ciudadano diciendo, el proyecto del 
gobierno es un proyecto también como ya lo ex-
plicó el doctor Rodolfo Arango, absolutamen-
te digamos recorta la figura de la tutela contra 
sentencias y además pretende, no quiero en-
trarme en los otros artículos porque tendremos 
oportunidad de discutirlo después, pero preten-

de además convertir a la Corte Constitucional 
simplemente en un notario cuyo único control 
sea revisar si los decretos de estado de excep-
ción, digamos la protección de los derechos 
fundamentales habida cuenta de los estados de 
excepción por ejemplo, lo único que tiene que 
hacer la Corte Constitucional sería revisar que 
tenga la firma del Presidente y de todos sus Mi-
nistros.

Así de simple, también ese debate viejo, el 
Congreso de la República y lo digo yo como 
ciudadano, el Congreso de la República es abso-
lutamente autónomo, omnipotente y soberano, 
para modificar por ejemplo ¿el régimen político 
en Colombia? Es decir, pasar de un presidencia-
lismo moderado como el que tenemos, porque 
no tenemos otra cosa, tenemos un presiden-
cialismo moderado, pasar por ejemplo  de ese 
presidencialismo moderado a un régimen parla-
mentario; eso lo puede hacer el Congreso de la 
República o se requiere una Asamblea Consti-
tuyente que determine, es decir, como constitu-
yente derivado unos límites por hay unas cláu-
sulas pétreas en la Constitución ¿o no?

O de lo que se trata es, culmino con eso, yo 
creo que en el fondo la discusión que tenemos, 
con los restantes artículos algún otro día pode-
mos programar un buen foro de debate, sobre 
las otras propuestas que están en el Proyecto de 
Acto Legislativo del gobierno; por lo pronto y 
como estamos centrados con la tutela contra sen-
tencias, yo creo que la tutela contra sentencias 
tiene esa doble condición. Primero, interpreta-
ción unificada de los derechos de los ciudadanos 
y segundo, declarar que en Colombia ninguna 
acción pública, puede declararse autónoma de la 
Constitución Política. Muchas gracias.

La Presidencia concede el uso de la pala-
bra al doctor Gustavo Gallón Giraldo – Co-
misión Colombiana de Juristas:

Señor Presidente, seré muy breve, agrade-
ciéndole a usted la invitación y dándole un salu-
do a los honorables Representantes y a las dis-
tinguidas personalidades que nos acompañan, 
colegas, académicos, miembros de organizacio-
nes no gubernamentales.

Seré muy  breve para decir lo siguiente, en 
la mañana de hoy hemos escuchado a todas las 
personas que han intervenido, pronunciarse a 
favor de la tutela y como lo resaltaban varios de 
mis antecesores, este es un cambio en las per-
cepciones y las manifestaciones que respecto de 
este tema hemos conocido en el pasado.

Si ese es el punto de partida, el aprecio de to-
das las personas que han intervenido y de todas 
las instituciones por la tutela; por lo pronto es 
claro que lo que se debe hacer es preservar la tu-
tela y si se van a introducir modificaciones que 
sean modificaciones orientadas a fortalecerla y 
no ha debilitarla y en ese sentido creo que ha-
bría dos conclusiones bastante claras.

La primera, para fortalecer la tutela o por lo 
menos para preservarla, pero por supuesto mu-
cho más para fortalecerla, lo más adecuado es 
preservar también la facultad que tiene la Corte 
Constitucional de revisar las sentencias judicia-

les incluidas las proferidas por las Altas Cortes, 
puesto que habrá mucho más posibilidad de ga-
rantía de la protección de derechos a través de 
este sistema que a través de un sistema que no 
permita que salgan del control de los propios 
funcionarios judiciales que hayan dictado las 
sentencias, la revisión de tales sentencias.

Sentencias o revisiones de casos como la 
persona que fue condenada como reo ausente, 
porque se le emplazó y no compareció al pro-
ceso y luego se descubrió que estaba preso, que 
el propio Estado lo tenía preso y sin embargo el 
propio Estado lo condenó como reo ausente.

Revisando ese tipo de sentencias, no habría 
sido posible sino existiera la facultad de la Cor-
te Constitucional de analizar desde el punto de 
vista de la constitucionalidad las providencias 
judiciales, que se dicten en relación con las per-
sonas en Colombia.

Y la segunda consecuencia que se puede ex-
traer de ese postulado, es que la mejor forma de 
preservar y de fortalecer la tutela, si ese es el con-
senso que existe, es de no hacer reforma cons-
titucional para el efecto, es el de reafirmar los 
principios constitucionales que existen que han 
permitido que se ejerza ese control y se requiere 
de clarificaciones al respecto acudir al expedien-
te de la Ley Estatutaria, como ha sido propuesto 
por el Consejo Superior de la Judicatura, por el 
Presidente de su Sala Administrativa aquí en el 
día de hoy y como también ha sido propuesto por 
la organización el Centro de Estudios Derechos, 
Justicia y Sociedad de Justicia, presidido por el 
doctor Rodrigo Uprimmy aquí presente.

Esa es la propuesta y posición que la Comi-
sión Colombiana de Juristas, quiere compartir 
con ustedes el día de hoy (…).

Continúa con el uso de la palabra el doc-
tor Gustavo Gallón Giraldo, Comisión Co-
lombiana de Juristas (…):

Fortalecer la tutela y fortalecerla a través de 
la preservación de la competencia de la Corte 
Constitucional para analizar en última instancia 
la constitucionalidad de las decisiones judicia-
les y hacerla a través de una Ley Estatutaria y 
no de una Reforma Constitucional.

Quisiera también llamar la atención para ter-
minar, sobre otros aspectos del proyecto presen-
tado por el gobierno que sin embargo también 
como lo hizo el doctor Pedro Santana, no voy 
a extenderme en ellos, pero quiero señalar que 
también deben ser tenidos en cuenta en este de-
bate, uno el relativo a las facultades de reforma 
de la Constitución por parte del Congreso y la 
distinción entre sus atribuciones como constitu-
yente derivado diferenciada de las atribuciones 
populares del constituyente primario, basadas 
en el concepto de soberanía popular.

En el proyecto del gobierno se pretende es-
tablecer de manera perentoria, que la Corte no 
podrá entrar a analizar asuntos relacionados con 
este tema, en lo cual hay una confusión como 
lo asume el proyecto del gobierno, que la Corte 
se estaría metiendo con materias de fondo en 
este asunto, cuando en realidad lo que está ana-
lizando la Corte es la competencia del Congre-
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so y repito, sin poder entrar ahora a analizar en 
detalle el asunto, es importante tener en cuenta 
que esa distinción entre constituyente primario 
y constituyente derivado es importante.

El poder que tiene el Congreso para reformar 
la Constitución, es un poder amplio, es un po-
der enorme, pero no es un poder ilimitado; hay 
algunas cosas que por razón de la estructura de 
la propia Constitución no le están autorizadas al 
Congreso como constituyente secundario, para 
mencionar solamente una de ellas, no podría el 
Congreso a través de una Reforma Constitucio-
nal reintroducir la esclavitud en Colombia, este 
es un tema que por supuesto no puede abordarse 
a través de las atribuciones del Congreso y en 
ello le compete a la Corte Constitucional, una 
atribución importante en garantía de los dere-
chos de los ciudadanos.

Y el otro tema que se está tocado también en 
el proyecto del gobierno y que quiero recordarlo, 
simplemente es la propuesta de autorizar el esta-
blecimiento de sanciones no privativas de la li-
bertad, al consumo y porte de sustancias alucinó-
genas y adictivos, dice el proyecto del gobierno, 

con el propósito de contribuir al libre y efectivo 
desarrollo del libre desarrollo de la personalidad, 
especialmente de niños y adolescentes.

Este es un tema que fue decidido por la Corte 
Constitucional en una sentencia y simplemente 
con eso termino señor Presidente, es importante 
tener en cuenta que en un Estado democrático 
y liberal no es congruente prohibir a  las perso-
nas conductas que no afecten los derechos de 
los demás, la limitación del consumo de drogas 
por parte de menores de dieciocho años, puede 
hacerse a través de las mismas disposiciones, de 
la misma naturaleza de las que existen para pro-
hibir el consumo de alcohol o en el consumo de 
tabaco y no habría que entrar a lesionar en esta 
forma la libertad de las personas.

Agradezco nuevamente la invitación a asis-
tir a esta audiencia, le voy a enviar por correo 
electrónico la ponencia. Muchas gracias señor 
Presidente.

Presidente:
Muchas gracias a todas las personas que 

asistieron en el día de hoy, ha sido muy en-

riquecedor para la Comisión, contar con la 
presencia de ustedes, con todo el conocimien-
to que nos han planteado en el día de hoy y 
vamos a trabajar de fondo para presentarle al 
país, la mejor propuesta. Muchas gracias a to-
dos por la asistencia.

Secretario:
Siendo las dos y treinta y tres de la tarde, se 

levanta la audiencia pública.
Presidente:
Se convoca para mañana a las diez de la ma-

ñana.
El Presidente,

Tarquino Pacheco Camargo.
El Vicepresidente,

Orlando Aníbal Guerra de la Rosa.
El Secretario,

César Augusto Domínguez Ardila.
El Subsecretario,

          Hugo Jiménez Zuluaga.
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